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Reunión celebrada el día 11 de agosto de 2003 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 28) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Ministro de Educación y Cultura e interino de Deporte y 
Juventud, doctor Leonardo Guzmán; al Subsecretario, doctor Daniel Bervejillo; al Director General de 
Deporte y Juventud, doctor Pablo Ferrari; a la Gerente Financiero, contadora Mónica Malet; al asesor 
contador Marcelo Dauber, al Director del INJU, señor Pablo Scotellaro; a los señores Sebastián Chocca y 
Omar Giovio, y a los arquitectos María del Carmen Martínez y Pablo Bonti, del Ministerio de Deporte y 
Juventud. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Es un honor para este equipo de trabajo ser recibidos una vez más por esta Comisión. 


Hemos de valorar la comprensión que puedan aplicar los señores Diputados a los temas del Ministerio de 
Deporte y Juventud en una circunstancia singular, pues asistimos a una Rendición de Cuentas que 
corresponde a un período en el que ocupamos el cargo durante algo menos de su octava parte. Nosotros 
comenzamos a ejercer funciones el 13 de noviembre, en un período que finalizó el 31 de diciembre. 


En función de ello traemos los elementos técnicos que corresponden, que están a disposición de los señores 
Diputados. 


Circunstancialmente se da un hecho fuera de lo habitual: se ha anunciado una nueva iniciativa del Poder 
Ejecutivo a través de la cual el Ministerio de Deporte y Juventud se integraría con el de Turismo. 


Como consecuencia de eso, es notorio que el propósito del Presidente de la República es encargar la próxima 
etapa al ciudadano Pedro Bordaberry, quien hoy ocupa la titularidad del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y es interino del Ministerio de Turismo. 


Por lo tanto, en caso de que al finalizar esta sesión quede algún tema sin contestar, sugerimos que se 
aproveche la visita a esta Comisión del doctor Bordaberry -tengo entendido que tendrá lugar en el día de 
mañana-, quien asumirá la titularidad de ese Ministerio, de acuerdo con la propuesta del señor Presidente de 
la República, sobre la que estoy expresamente autorizado a comunicar a los señores Diputados. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Hemos recibido el Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo respecto a la fusión 
de ambos Ministerios. Por lo tanto, desde el punto de vista del tratamiento en el ámbito legislativo, en 
este caso -porque a veces no sabemos qué ocurre allí— no tenemos dudas de cuál es la intención del 
Poder Ejecutivo en esta materia, y así se establece en un proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Agradezco la aclaración del señor Diputado Baráibar, pues me da oportunidad de establecer que se 


trata de dos cosas distintas: una es el destino del nuevo proyecto y la otra es la titularidad del 
Ministerio en los próximos días. 


El propósito del Gobierno es realizar la transferencia de la titularidad al doctor Bordaberry. Por lo tanto, me 
parece que los aspectos a futuro deberían plantearse a dicho Secretario de Estado. En función de la 
continuidad de la gestión no tengo inconveniente en subrayar que el propósito, tanto del doctor Bordaberry 
como del Gobierno, es el mantenimiento de la Dirección General del Ministerio a cargo del doctor Pablo 
Ferrari, quien nos acompaña hoy. 


Aclarado esto, estamos dispuestos a escuchar los planteamientos que la Comisión pueda sugerir acerca de los 
temas del Ministerio. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Como se recordará, en la comparecencia de hace unos días del señor Ministro a 
esta Comisión para informar sobre el tema del Ministerio de Educación y Cultura hubo un 
malentendido no atribuible a nadie. Simplemente, en esa ocasión pensamos que también se iba a 
informar sobre el Ministerio de Deporte y Juventud, pero no se contaba con esa información. Esa 
situación está superada y justifica la reunión de hoy. De todas maneras, me parece que la circunstancia 
es conveniente porque algo que podía plantearse en aquel momento como consulta o especulación de lo 
que podía ocurrir, hoy lo podemos hacer teniendo certeza de hacia dónde vamos. Este es un proyecto 
de ley que debe ser aprobado por el Poder Legislativo. Me atrevo a decir que esto no va a ser materia 
de discusión. Seguramente habrá discusiones sobre algunos contenidos del proyecto de ley, 
particularmente del artículo 5”, al cual me referiré a continuación. 


Debo señalar que una de las razones por las cuales no abordamos el tema en la reunión pasada, era la 
importancia de la presencia del doctor Ferrari para tratar aspectos estrictamente del Ministerio de Deporte y 
Juventud. Sabemos que desde que se encargó el Ministerio de Deporte y Juventud al Ministro de Educación y 
Cultura, el doctor Ferrari asumió la tarea de Director General de Deporte y Juventud, y en ese carácter lo 
hemos recibido varias veces en la Comisión Especial con el Cometido de Analizar la Problemática del 
Deporte y de la Juventud. Por eso me animo a recordar algunas preguntas que teníamos pensadas. 


En la anterior oportunidad, el señor Ministro mencionó que se podía contestar las preguntas de carácter 
conceptual, pero para responder a las preguntas de carácter administrativo y funcional prefería contar con la 
presencia del doctor Ferrari. En ese nivel teníamos algunas inquietudes que hemos recibido de los 
funcionarios del Ministerio de Deporte y Juventud. 


En cuanto a los aspectos conceptuales, me parece que en esta ocasión o tal vez cuando se haya aprobado la 
ley, tendríamos que hablar con el señor Ministro Bordaberry sobre los planes del trabajo con relación al 
deporte y la juventud. Me parece razonable dar un tiempo para que se produzca el acomodamiento de esta 
situación. 


Queremos dejar planteadas algunas interrogantes y situaciones. Con respecto a los aspectos estrictamente 
funcionales, debo decir que las inquietudes que había en aquel momento se han incrementado. 


El artículo 5” del proyecto de ley enviado dice que los funcionarios del ex Ministerio de Deporte y Juventud 
seguirán prestando servicios en sus respectivas oficinas de origen y mantendrán los beneficios y retribuciones 
que perciban en ellas, hasta tanto el Poder Ejecutivo selecciones aquellos que se incorporarán al Ministerio 
de Turismo, Deporte y Juventud y que los funcionarios no seleccionados serán declarados excedentarios y 
serán redistribuidos en la Administración Central, de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Capítulo 
V de la Sección III de la Ley_N* 17.556, de 13 de setiembre de 2002. 


Si ya había algunas inquietudes previas a esta comunicación, con mucho más razón las hay cuando se habla 
de declaración de excedencia y todas las condiciones que se establecen. Debo señalar que hemos estado en 
contacto, como lo hacemos habitualmente desde el momento que integramos la Comisión Especial con el 
Cometido de Analizar la Problemática del Deporte y de la Juventud y sabemos la deferencia que el señor 
Ministro ha tenido de recibir a los dirigentes sindicales del Ministerio, quienes nos trasmitieron que de su 
parte ha habido una actitud absolutamente proclive a escuchar sus planteamientos, aunque quizás no existían 
condiciones de resolverlos. Ellos me pidieron que, de ser posible, dejara esta constancia, lo que hago con 
mucho gusto. 


Uno de los temas planteados es el relativo a las regularizaciones, es decir, con qué criterios se va a aplicar la 
nueva ley que permita la regularización de los funcionarios contratados que ingresaron entre setiembre de 
2000 y mayo de 2002. Este es un tema que genera mucha inquietud. Sabemos que estos funcionarios 
ingresaron en la época en que era Ministro el actual Diputado Trobo y, en general, perciben salarios bastante 
más altos que el promedio de los que venían de la ex Comisión Nacional de Educación Física y del propio 
Ministerio. Tengo aquí la lista de los funcionarios y se puede apreciar que se trata de sueldos bastante más 
importantes; habrá que compatibilizar esta situación con la de los funcionarios que tienen muchos años de 
trabajo, anteriormente en la Comisión Nacional de Educación Física y luego en el Ministerio de Deporte y 
Juventud. 


Por otra parte, figura el tema de la reestructura. Había una reestructura en trámite -ya de por sí compleja— en 
función de esta conjunción de ingresos y de jerarquías creadas en la Comisión Nacional de Educación Física 
y en el Ministerio, situación que se complicó al momento de generar una reestructura en la cual el principio 
de justicia sea el ordenador de los criterios a aplicar y no el fruto de circunstancias políticas, como puede 
haber sido el hecho de haber ingresado durante el período en el que el señor Diputado Trobo estuvo al frente 
del Ministerio. A esto se suma la posibilidad de que funcionarios sean declarados excedentarios, situación no 
deseable para nadie, particularmente, para un Ministerio que sabemos tiene salarios muy deprimidos. 


Otro tema vinculado a los aspectos reivindicativos tiene que ver con los fondos para pagar en agosto de este 
año el único beneficio extrasalarial con que cuentan los funcionarios del Ministerio de Deporte y Juventud: la 
canasta de $ 900 que cobran desde hace casi diez años y que, para salarios sumergidos -aun comparándolos 
con el resto de la Administración Central— es vital. Sabemos que los fondos se acabarían en el mes de agosto 
o de setiembre y que, prácticamente, dejarían de percibir ese beneficio de aquí a fin de año. 


Con relación a otro punto, la respuesta ya fue dada en su momento: el destino del Ministerio de Deporte y 
Juventud. Hoy todo indica que va en camino de fusionarse con el Ministerio de Turismo. Debo dar una 
opinión a título absolutamente personal: creo que se trata de una buena medida. Aunque todavía no lo hemos 
discutido, apunta a un camino conveniente. Son distintas las actividades que desarrollan un ministerio de 
turismo, un ministerio de deporte y un ministerio de juventud; específicamente, son diferentes, pero 
analizando la situación social desde una perspectiva más macro, es evidente que hay campos donde las 
actividades de uno y otro se interrelacionan. La parte de docencia deportiva sí es una tarea estrictamente 
distinta; me refiero a la de la educación media y no a la del ISEF ya que, aparentemente, todo está 
encaminado -de acuerdo con la ley aprobada oportunamente— a su ingreso a la Universidad de la República. 
Sin embargo, la actividad del deporte y del turismo pueden tener zonas de coincidencia. Por ejemplo, todos 
sabemos que el Seven de rugby que se ha hecho en Punta del Este —excepto este año— es un evento donde 
lo deportivo y lo promocional del turismo se ponen de manifiesto de una manera absolutamente evidente. El 
tema de la juventud también es distinto, pero ya estaba junto al del deporte. 


En definitiva, adelanto mi opinión favorable a esta fusión, y espero que el señor Ministro Bordaberry —a 
quien ya hemos visto actuar al frente del Ministerio de Turismo— ponga el mismo empeño para el desarrollo 
del trabajo al frente del Ministerio de Deporte y Juventud. Es un hombre joven, con muchos antecedentes en 
el deporte y vocacional del deporte; creo que este aspecto vocacional es muy importante para encarar una 
actividad. 


De todos modos, sabemos que para que un Ministerio funcione bien hay que tener a la tropa contenta, es 
decir, tener a la gente conforme, segura en su lugar y remunerada satisfactoriamente. Conocemos las 
dificultades que atraviesa el país, pero la reestructura que ya estaba pendiente y las posibles excedencias que 
se anuncian no deben ser un factor que se arrastre durante muchos meses sino que debe ser abordado 
rápidamente. Sugiero que ello se haga mediante un diálogo con los funcionarios y contemplando las distintas 
situaciones, ya que en las conversaciones que he mantenido con ellos he percibido que es gente muy 
razonable, sensata y dispuesta a ver el conjunto del problema, sin perjuicio de asumir las reivindicaciones que 
les corresponden o en nombre de las cuales actúan, teniendo en cuenta la problemática del país y 
particularmente del Ministerio. 


Quiero agregar otro tema pendiente de tiempo atrás: el de la guardería. En 2000, cuando se separó la 
Comisión Nacional de Educación Física del Ministerio de Educación y Cultura y se creó el Ministerio de 
Deporte y Juventud, se pensó en una solución para la guardería, y que mediante un acuerdo entre ambos 
ministerios compartieran cuarenta lugares. Parece que esta situación no se ha contemplado y es un tema muy 


requerido por el conjunto de los funcionarios. Según me han dicho, la guardería cumple satisfactoriamente 
las actividades correspondientes y sería muy deseable para los funcionarios del Ministerio de Deporte y 
Juventud poder mantener sus lugares. 


Por último, tengo una inquietud que no me trasmitieron los funcionarios sino que es personal y tiene que ver 
con el laboratorio de control "antidoping". Debo decir que lo que era la vieja Comisión Nacional de 
Educación Física me llega muy especialmente, porque mi padre fue funcionario allí durante toda su vida. De 
niño corría por los corredores del Departamento Médico de la calle Soriano y conocí a muchos de los 
funcionarios como los doctores Rodríguez Esteban, Campomar y Eckroth, figuras consulares. Mi padre 
estuvo en el Departamento Médico y también se desempeñó como docente en el ISEF. Por ello tengo especial 
consideración hacia esta situación, que me llega en el plano familiar. 


Me preocupa que el laboratorio de control "antidoping" haya perdido su acreditación internacional, aspecto 
de mucha relevancia y significación a la hora de las garantías. Sabemos que el tema del control "antidoping" 
es tremendamente complejo y controvertido. Cada vez que hay un fallo sobre "doping" acerca de un 
deportista, sobre todo, si es de alta competencia, están en juego muchos intereses: deportivos, económicos, 
etcétera. Por ello, la recuperación de esta acreditación es un testimonio de garantía de solvencia, que tuvo 
durante muchos años este laboratorio; se debe recomponer la confianza que él debe merecer del deporte 
uruguayo, más allá de la excelencia de sus instalaciones -que son reconocidas a nivel internacional- y de 
quién esté a cargo de ese laboratorio. 


Esta es una materia muy sensible. Tengo muchos detalles, pero prefiero no entrar en ellos: nombres, situación 
de sustitución de personas, estadísticas con relación a la cantidad de casos positivos que se han encontrado — 
que han variado con respecto a los de hace un tiempo atrás— y toda una problemática delicada. Reitero, no 
quiero entrar en detalles. Dejo por acá con la aspiración de que con este nuevo relanzamiento del Ministerio 
de Deporte y Juventud esta cuestión del Laboratorio Central de Dopaje vuelva a encauzarse en su mejor 
historia, que la tiene y que debe ser orgullo de todos los uruguayos. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Agradezco al señor Diputado Baráibar la ocasión de conversar de cuestiones trascendentes. Empiezo 
por la más trascendente de todas, que es la referencia a los orígenes afectivos de nuestro vínculo con los 
ámbitos públicos de los que nos ocupamos. Creo que es un defecto de la época actual creer que cuando 
hablamos de administración estamos únicamente explicando normas de gestión y balances, 
perspectivas o proyectos presupuestales. En realidad, vivimos a partir de una afectividad y la 
circunstancia muy feliz y reconfortante de que los recuerdos de la infancia revivan en el señor 
Diputado Baráibar nos da la oportunidad de dar valor a algo que es prédica del Ministerio de 
Educación y Cultura y que aunque no es el tema que hoy nos trae aquí, a todos nos comprende: qué 
cultura queremos vivir y a qué género de persona hemos de servir tiene mucho que ver con lo que 
traemos dentro. 


También agradezco que nos permita referirnos a la circunstancia de haber dialogado con la gente en conflicto 
del ISEF. No hicimos más que cumplir con lo que ha sido regla en nuestro trabajo, que ya lleva nueve meses, 
en los dos Ministerios. Entendemos que hay un error en el planteamiento de los conflictos en términos 
maniqueos -de un lado está el bien y del otro el mal-, quizás por el hecho de provenir de una actividad 
privada en la cual nos ha tocado muchas veces visitar al adversario con el cual nuestro cliente no hablaba, o 
al abogado con el cual habíamos quedado dolidos de una gestión anterior y con el quien, sin embargo, en 
poco tiempo llegamos a soluciones felices para todos. Este hábito lo han compartido varios de los presentes y 
me ha llevado alguna vez a visitar al propio Presidente de la Comisión, señor Diputado Gabriel Pais, en su 
condición de abogado. Quizás por ese hábito y por una convicción profunda de que no se trata de averiguar 
quién tiene razón sino cuál es la razón, nosotros consideramos natural recibir y antinatural no recibir. Dicho 
claramente, esto ha fructificado, por lo menos en la comprensión entre las partes. 


Me voy a detener en este tema del ISEF, que ya lleva bastante tiempo, para explicar a los señores Diputados 
que en realidad de lo que se trata es de determinar cuánto gastó el ISEF el año pasado. La idea es recortar ese 
valor de la totalidad de nuestra masa presupuestal y transferirlo a la Universidad, como dispone la ley y con 
arreglo a lo que es el deseo consultado y expreso del Poder Ejecutivo y el deseo consultado y expreso del 
Rector, ingeniero Rafael Guarga, con cuya colaboración contamos a partir de que podamos fijar la cifra 
precisa. Hay alguna dificultad técnica para determinar la cifra precisa en virtud de que buena parte de las 


compras se ha hecho globalmente y la porción que corresponde al ISEF no está predeterminada o 
postdocumentada. Los contadores Dauber y Malet han trabajado para llegar a una aproximación, por lo que la 
semana pasada entregamos una cifra que hemos confrontado con la elaborada por la gente del ISEF. Si bien 
las distancias hoy son significativas, no impiden llegar a un entendimiento final. Cuando tengamos esa cifra 
deberemos sentarnos con la gente de la Universidad de la República para decirles: "Señores: la porción de 
nuestro presupuesto que corresponde al ISEF es el número "a". Entonces, a partir de ese número "a", ustedes 
deberán realizar la incorporación". 


Quiero también referirme al tema de la guardería. Esta guardería corresponde al Ministerio de Deporte y 
Juventud por convenio con el Ministerio de Educación y Cultura. Esta Cartera ha recibido con simpatía el 
planteamiento referido a que hoy no hay espacio para los bebés, aclarando que el tampoco lo tiene para los 
bebés hijos de sus funcionarios, en virtud de razones locativas. Al respecto, hemos encargado resolver esto a 
la Directora de Mantenimiento, arquitecta Mariela Quintana. 


En el mismo sentido señalo que tenemos una gran preocupación respecto al tema relativo al laboratorio de 
control "antidoping". A este respecto queremos ceder la palabra al Director, doctor Ferrari, no sin antes dejar 
constancia de que en cuanto a ste laboratorio estuvimos atentos y efectuamos cambios a poco de iniciar 
nuestra tarea y que la pérdida de su acreditación internacional —tradicional en Educación Física— era un 
hecho consumado antes de que asumiéramos la titularidad de la Secretaría de Estado. 


Antes de dar la palabra al Director Ferrari para considerar estos temas y otros sobre los que puede abundar 
mucho mejor que yo, quiero dejar constancia de que los criterios de regularización funcional no son 
preocupación exclusiva del Ministerio de Deporte y Juventud, ya que en el Ministerio de Educación y 
Cultura hemos encontrado una masa de funcionarios contratados por caché, que desempeñan funciones 
idénticas a las de los funcionarios presupuestados y algunos de ellos vienen renovando su contrato desde hace 
cinco y diez años. También hemos encontrado una masa de funcionarios denominados becarios que, sin 
contrato alguno, cumplen tareas altamente significativas y hasta en algunas situaciones, paradojalmente, 
tienen funcionarios a sus órdenes; ellos tienen un Estatuto de Becarios que no resulta proporcionado con su 
edad ni con la duración de su vínculo con el Ministerio. 


La tendencia que tratamos de impulsar en todos estos casos y en diálogo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas -es decir, en diálogo con la dificultad propiamente dicha- es que se canalicen igualaciones lo más 
directamente posible, de manera de acercarnos al propósito de conseguir que a igual tarea se reciba igual 
pago. Para poner un ejemplo que traemos del Ministerio de Educación y Cultura —pero que inspira nuestra 
gestión en cualquier ámbito en que nos encontremos— diré que entre los becarios hemos hallado 35 
retribuciones diferentes. Es decir que en lugar de haber una sistematización, ha habido, con diferencia de 

$ 100 o $ 200 y a veces mucho más, 35 escalas distintas de sueldos. Basta decir esto para advertir que esta 
situación va en contra de cualquier principio de buena administración. Lo que hemos propuesto -y estamos 
batallando para conseguir— es que se pueda trabajar con cuatro, cinco o seis escalas para terminar con 
algunas situaciones absurdas. Por ejemplo, tenemos abogados retribuidos con $ 14.000 y otros que reciben a 
razón de $ 4.200 y $ 3.800 por mes, aunque cumplen seis horas de funciones y tienen la responsabilidad de 
representar al Ministerio en pleitos externos. Este tipo de situaciones nos mueve a aplicar lo que es un 
principio general en Educación y Cultura, en Deporte y Juventud y donde fuere: el principio de ordenamiento 
a través de un criterio de justicia. Este principio se aplicará en todo lo que permita la situación, en el 
entendido de que si bien la Justicia es un valor asintótico al cual nos vamos acercando todo lo posible pero 
nunca llegamos a lograr su perfección, no podemos aceptar pasivamente que cuando se nos planteen 
situaciones de este tipo pasemos con indiferencia o miremos hacia el costado. Al respecto, además de 
explicar lo que estamos haciendo, debemos pedir la colaboración de todos los Poderes públicos, para que aun 
en una situación difícil, comprometida desde el punto de vista financiero como la que ha atravesado el país, 
en determinado momento podamos mirar hacia atrás y decir que fuimos capaces de hacer toda la justicia que 
fue posible. 


SEÑOR FERRARI.- Es un gusto para las autoridades del Ministerio de Deporte y Juventud estar 
presentes en esta Comisión; les agradecemos la invitación. 


Coincido con las palabras que pronunció el señor Diputado Baráibar al principio de su intervención respecto 
a que sería bueno u oportuno formular las preguntas relativas a los planes del Ministerio para el futuro y a los 


que ya está realizando en presencia del inminente Ministro Bordaberry, no solo por una cuestión de respeto 
sino para saber qué pretende del futuro del deporte y de la juventud. 


Quisiera hacer referencia a las preguntas que formuló el señor Diputado Baráibar empezando por el final, es 
decir, con el tema del Centro Médico Deportivo, Laboratorio de Control de Dopaje. Como bien dijo el señor 
Ministro, la pérdida de la calidad de la norma ISO sucedió a principios de 2002; pasaron ocho meses antes de 
que las nuevas autoridades asumieran. Pero quiero aclarar que el prestigio del Laboratorio no se perdió por 
esta situación. La relevancia internacional y el requerimiento de sus servicios sigue vigente; simplemente, 
hay que ajustar ciertas técnicas y adecuarlas a la norma vigente. En ese sentido, ya están en proceso las 
licitaciones pertinentes para dejar a punto ese Laboratorio. Ello supone un costo bastante importante para el 
Ministerio y es por todos conocida la situación de esta Cartera y del país, que no permiten hacer estos 
cambios con la celeridad que se requiere a nivel internacional. En definitiva, se depende de los fondos de que 
el Ministerio disponga. Lo que están manejando los técnicos contables para poner a punto el Laboratorio son 
unos US 60.000, pero les reitero que no se trata de una cuestión de pérdida de prestigio. El Laboratorio sigue 
teniendo mucha permanencia en lo que tiene que ver con el "doping" a nivel internacional; prueba de ello es 
que la Confederación Sudamericana de Deportes tomó todos los controles de dopaje del Campeonato 
Sudamericano de Básquetbol realizado recientemente en Montevideo en el Laboratorio de 8 de Octubre y 
Bulevar José Batlle y Ordóñez. 


Por otra parte, el señor Diputado hizo referencia a ciertos cambios que ha habido en el Ministerio de Deporte 
y Juventud relacionados con personas que han estado muchos años en la titularidad de esa dependencia. No 
quiero dar nombres; solo voy a decir que ese hecho ya ha sido subsanado, o sea que algunas personas que 
estaban en la vieja Comisión Nacional de Educación Física, hoy ocupan cargos. En ese sentido, puedo 
trasmitir tranquilidad al señor Diputado. 


Seguidamente, me gustaría abundar un poco más en el tema de la guardería, al que muy bien se refirió el 
señor Ministro. Lo que sucedía era que en la época de la vieja Comisión Nacional de Educación Física, que 
dependía del Ministerio de Educación y Cultura, tanto los funcionarios de esa Comisión como los del resto de 
la Cartera utilizaban la guardería sin distinción de origen. Cuando se creó el Ministerio de Deporte y 
Juventud no hubo un presupuesto en el que se identificara qué gastaría el Ministerio o la ex Comisión 
Nacional de Educación Física en sus funcionarios; no se pudo hacer un presupuesto diferenciado en ese 
sentido. Tampoco era posible separarlos, porque los costos no permitirían la formación de dos guarderías. Por 
lo tanto, los entonces Ministros Mercader y Trobo acordaron, de palabra, que habría cuarenta cupos para que 
los hijos de funcionarios de la ex Comisión Nacional de Educación Física accedieran a los servicios de esa 
guardería. 


Este año, la guardería tuvo varias dificultades. Yo estuve en contacto con la nueva Directora General de 
Cultura, la doctora Rosario Fernández, y acordamos llevar al papel ese pacto verbal; en pocos días estaremos 
firmando el convenio, por lo que de aquí al futuro quedará regularizada la situación. A la vez, el Ministerio de 
Deporte y Juventud colaborará mucho con la infraestructura de talleres para el mantenimiento y la refacción 
de la nueva sede de la guardería. 


Con respecto a los fondos de la canasta -que, como bien dice el señor Diputado Baráibar, oscilaban en $ 900 
y era un derecho que hace mucho tiempo tenían los funcionarios-, a principios de año y para no esperar que 
el conflicto viniera inmediatamente, presentamos dos fórmulas al sindicato no docente con el que -reitero lo 
que señaló el señor Ministro- tenemos un excelente diálogo. Las dos opciones consistían en que tuvieran 
segura la canasta desde principio a fin de año o -como sucede en los hechos porque tomaron la opción de los 
$ 900- que dispusieran desde principio de año hasta agosto de los $ 900 por mes. Debo decir que esto hace 
las veces de refuerzo del salario; algo que no debería ser de naturaleza salarial hoy en día está siendo 
utilizado en ese sentido. Esto depende, inevitablemente, de la solicitud de refuerzo de rubros que realizamos 
ante el Ministerio de Economía y Finanzas a principios de febrero; por lo tanto, la posibilidad de que los 
funcionarios del Ministerio de Deporte y Juventud sigan recibiendo canastas y alimentación por $ 900 
depende de ese refuerzo de rubros. 


Lamentablemente, no hemos tenido noticias positivas al respecto; sí existe la posibilidad de que fondos que 
en el Ministerio de Deporte y Juventud estaban destinados a inversiones -que oscilan entre los $ 15:000.000 y 
$ 16:000.000- se utilicen con esos fines y otros que el Ministerio requiere para atender sus necesidades. Esto 
se fundamenta en el hecho de que si bien existen esos US$ 15:000.000 para el gasto en inversiones -muy 


relacionado con la infraestructura edilicia del Ministerio-, no se puede gastar más de $ 3:000.000 por mes. 
Hoy en día los técnicos -la contadora Malet y el contador Dauber- están en plena negociación con los 
técnicos del Ministerio de Economía y Finanzas a efectos de hacer ese traspaso. 


En lo que hace a la reestructura, fue uno de los primeros reclamos que el sindicato docente y no docente nos 
realizó. Nos encontramos con que existía un expediente de tramitación de esta reestructura, que 
verdaderamente no se había hecho con la amplitud y la consulta necesaria a los funcionarios; además, existía 
la traba de que la Contaduría General de la Nación había hecho una observación respecto al financiamiento 
de esa reestructura. Por lo tanto, en el Ministerio decidimos crear una Comisión que estuviera integrada por 
funcionarios docentes y no docentes regularizados del año anterior y becarios, es decir, todas aquellas 
personas que estuvieran afectadas al Ministerio, cualquiera fuera su modo de contratación o vinculación. Esta 
Comisión está trabajando y elevará a las autoridades del Ministerio el informe final respecto a la opinión que 
tiene sobre la reestructura y su financiación. Lo que ocurre es que la posibilidad de que el Ministerio de 
Deporte y Juventud vaya a la órbita del Ministerio de Turismo ha enlentecido un poco el trabajo de esta 
Comisión; de todos modos, lo que han hecho hasta ahora puede servir de mucho cuando esto se concrete. 
Finalizado el informe de la Comisión de Reestructura, las autoridades del Ministerio, junto con las del 
Ministerio de Turismo, van a realizar la petición a la Contaduría General de la Nación para que se financie 
esta reestructura, porque convengamos que en la Cartera no existen fondos propios para realizarla. 


Respecto a las regularizaciones, de más está decir que este tema se tramitó en el ámbito parlamentario para 
ampliar el plazo de regularización de esa ley, que permitía que los funcionarios que tenían contratación como 
becarios o caché desde mayo del 2002 hasta junio de 2003 se vincularan definitivamente al Ministerio de 
Deporte y Juventud. Por lo tanto, esta noticia nos llegó muy de sorpresa, pero en lo que nos compete, que es 
lo que establece la ley en ese sentido, tener la discrecionalidad de las autoridades en determinar cuáles son las 
personas de real importancia y que cumplan los requisitos para ejercer funciones en el Ministerio, quédese 
tranquilo señor Diputado que vamos a poner el mayor énfasis en que sean las estrictamente necesarias, que 
realmente cumplan funciones de vital importancia para el Ministerio y cuyos sueldos no excedan el monto 
que pueda sensibilizar o perjudicar la diferencia que tienen con los funcionarios ya presupuestados. Como 
información, señalo que al día de hoy el Ministerio tiene muy pocos contratos caché que puedan exceder los 
$ 10.000; el promedio general es de $ 2.500 o $ 3.000, y en esos sueldos se va a basar esa lista de personas 
cuya situación posiblemente sea regularizada en el Ministerio de Deporte y Juventud. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Alguna pregunta ya está despejada, porque efectivamente nos parece 
trascendente el tema del ISEF y de la Universidad. En el ISEF hay más de mil estudiantes, sin duda es 
uno de los institutos con más dinamismo. 


Quisiera hacer una pregunta concreta con respecto al ISEF, que abarca este breve período en el que estamos 
analizando la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, que tiene que ver con la coyuntura 
actual, y otra de orden más general. En el mes de junio estuvimos en el ISEF de Paysandú, cuando el Instituto 
estaba ocupado y se vivía una situación conflictiva. Fuimos al Instituto y nos encontramos con que el 
problema no tenía que ver con incrementos salariales, sino simplemente con que no se les pagaba a la 
mayoría de los docentes contratados prácticamente desde comienzo del año. Supongo que por prevención o 
por aprensión, más que por otras cosas, dudaban mucho si en el segundo semestre iba a haber cursos o no; 
pero esas aprensiones se alimentan naturalmente cuando no se cobra desde que comenzó el ejercicio. Ahora 
el ISEF de Montevideo está en conflicto y nos dicen que el último mes que cobraron fue abril, o sea que 
tendrían sin cobrar mayo, junio y julio, y puede haber algún caso particular más atrasado, que puede tener sus 
razones. Maldonado está en una situación similar. 


Quisiera saber si esto es así, es decir, cuál es la realidad. Reitero que el ISEF tiene más de mil estudiantes y 
es de las pocas cosas que está descentralizada, que tanto tiene institutos en Montevideo como en el interior, y 
vemos que está en crisis. Hemos averiguado las cifras de los sueldos en Paysandú con mayor detalle y nos 
parece que no guardan relación con la significación del tema; francamente, nos parecen montos pequeños. 
Repito que no hablamos del futuro sino de la coyuntura, de lo que tiene que ver con el presente año lectivo, 
2003. 


La segunda pregunta es de orden más general. Creo que pocas cosas tienen tanto rendimiento en la relación 
presupuestal precio-resultado como estas dos áreas, tanto el deporte como lo que tiene que ver con la 
juventud; lo vimos en otros ámbitos del Estado al revisar las cifras de la cantidad de gente involucrada. Sin 


duda, el nuestro es un país con poco deporte, que está muy atrás; esto tiene que ver con la salud, y es poco el 
costo asociado para poder ampliarlo. Por suerte, finalmente, ayer entramos al medallero en los Juegos 
Panamericanos. Las medallas salen por los lugares más insólitos; esta vez salió por el remo. ¿Cuánta gente se 
mueve atrás de lo que, en definitiva, termina siendo un costo de simplemente un salario o de pequeñas 
ayudas? Creo que es más fuerte todavía la relación en los temas de la juventud en los que pequeños aportes 
de dinero han hecho movilizaciones y han permitido cambiar pautas de comportamiento a mucha gente. Si 
hoy pensamos en los problemas que tiene la sociedad uruguaya, nos parece que así como hay otras cosas que 
en infraestructura representan costos muy grandes, acá estamos en un área donde con relativamente bajo 
costo se logran cambios muy fuertes en temas que hacen a lo cotidiano, en los que hay una altísima 
multiplicación. Todos sabemos cuanto de mano de obra benévola -no se cuál es el término exacto- conllevan 
deportes como el baby-fútbol. Seguramente, podemos preguntar a muchos de los que aquí estamos o a sus 
hijos qué son las plazas de deportes, inclusive esas salidas al exterior de los deportes más insólitos, en los que 
se forman grupos de gente que desde distintos clubes compiten con enorme esfuerzo. En estos casos, uno se 
pregunta cuál es el aporte del Estado, y es mínimo. Como ya dije, esto es un factor multiplicador muy grande. 


El presupuesto es menor, pero realmente la cantidad de funcionarios que hoy tiene el Ministerio es de cierta 
entidad. Hay unos cuantos Ministerios con menos funcionarios y a veces no con menos presupuesto. Hay 892 
presupuestados, 180 contratados y 357 que no son funcionarios públicos. Suponemos que ahí está incluido 
todo ese sistema de caché; pensamos que eran los becarios, pero fuimos más a fondo y estos son apenas un 
par de decenas. Entonces, quisiera saber qué son esos 350 trabajadores que no son funcionarios públicos, 
según la Oficina Nacional del de Servicio Civil, pero están contratados por el Ministerio y tampoco son 
becarios. No termino de entenderlo. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- En primer lugar, quiero dejar dos constancias. Con el ISEF está pasando 
lo que nosotros anticipábamos que iba a ocurrir. Si se repasan las versiones taquigráficas de las 
sesiones de la Comisión en las que discutíamos la disposición legal respectiva, se verá que 
anticipábamos que iban a ocurrir estos problemas de interfase. Esperemos que se puedan solucionar lo 
antes posible; pero era previsible que eso sucediera. 


En segundo término, no puedo dejar de mencionar esta nueva fusión o esta nueva adjunción del Ministerio de 
Deporte y Juventud al Ministerio de Turismo, con la que no estamos de acuerdo y la que no vamos a 
acompañar con nuestro voto cuando se plantee en el Parlamento. Lamentablemente, en este tema seguimos 
dando bandazos. 


En este período de Gobierno creamos un Ministerio de Deporte y Juventud, con extensas fundamentaciones 
de por qué se hacía. Compartí la iniciativa del Partido Nacional, que me pareció muy buena y que 
jerarquizaba, desde el punto de vista de la organización del Estado, dos temas de indudable importancia. 
Luego, ante este impulso de brutal ferocidad de "gastemos menos, pero no pensemos en gastar mejor" -todo 
lo que se ha mencionado aquí, como este sistema de retribuciones bastante anacrónico que todavía tenemos 
en el Estado, y una cantidad de funciones y de finalidades que no se cumplen adecuadamente, está 
demostrando que en lo que deberíamos pensar es en gastar mejor y, luego, ver si tenemos que gastar menos o 
no en determinadas áreas-, este Ministerio pasa a la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Y a poco 
más de un año de que finalice el período de Gobierno, va a otro Ministerio, que va a tener bajo el mismo 
titular: Industria, Energía, Minería, Turismo, Deporte y Juventud. Después nos preguntamos por qué no 
vienen los inversores a nuestro país. 


Digo esto sin menosprecio y con todo respeto a la figura y a la capacidad del Ministro Bordaberry, que quede 
bien claro; no se trata de personas determinadas sino de cómo se piensa la organización del Estado. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Tenía entendido que Industria quedaba independiente y que lo que se fusionaba 
era Turismo, Deporte y Juventud. Sobre esa base hice mi razonamiento. Entonces, la situación de 
Industria habría que analizarla. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Me gustaría aclarar que aquí lo que se ha anunciado es que existe, por un lado, un proyecto de ley -que 
todos conocemos- por el cual Deporte y Juventud se fusiona en el orden ministerial con Turismo y, con 
independencia de eso, se ha anunciado, a través de mis palabras iniciales, que el actual Ministro de 


Turismo, titular de esa Cartera, habrá de ser encargado, mientras se procesa el proyecto -a cuyo 
respecto hemos escuchado opiniones contrapuestas-, de Deporte y Juventud; lo que yo no he dicho es 
que deberá continuar con el Ministerio de Industria. Precisamente, si hasta hoy no se ha cumplido esa 
encargatura es porque pende de la predesignación de un Ministro de Industria, Energía y Minería. De 
manera que no va a haber un Ministro con tres Carteras, cosa que yo, como espectador atento toda la 
vida, pero ajeno a estos tránsitos ministeriales, no habría comprendido como simple ciudadano, pero 
que después de ver lo que es tener dos Ministerios a cargo y haber ido a firmar anoche el despacho 
interminable -porque si no voy sábado o domingo no llegamos a completar la tarea en los días de 
semana-, lo consideraría un caso como para inscribir en lo que antes se llamaba Ripley y ahora 
Guinness, pero que sigue siendo el museo de la teratología, o sea el museo de las grandes 
deformaciones, por no decir monstruosidades. Nadie pensó en tener el super Ministro con tres 
Carteras. Se ha pensado encargar al titular de Turismo de esta otra Cartera. 


Desde el punto de vista del reparto funcional, con la experiencia interna, debo defender ese planteamiento, 
porque más allá de que conceptualmente la cultura y la educación son ramas en las cuales la educación física 
está en su ámbito natural, es también cierto que el Ministerio de Educación, al serlo de Educación y Cultura, 
viene sumando competencias de todo género. Acá mismo se están procesando nuevos proyectos para 
encargarle nuevas comisiones que deberán funcionar en la órbita de Educación y Cultura. Por esta razón es 
que nos permitimos quebrar una lanza a favor de esta iniciativa, sin creer que sea una cuestión de dogmas. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Agradezco el señor Ministro la aclaración, ojalá que así sea; ojalá que no 
se esté pensando en tres Ministerios, pero a esta altura del partido no me sorprendería eso tampoco. De 
todos modos, nosotros no estamos de acuerdo, así fuera solamente Turismo con Deporte y Juventud. Si 
bien son materias que tienen puntos de contacto -con ese criterio, todo lo que atiene a la cultura tiene 
que ver con el turismo y todo lo que atiene al turismo tiene que ver con la cultura-, me parece que no es 
por ahí que va la cosa. 


Sigo sosteniendo que esto tiene su gran especialidad y que no era mala la iniciativa que decidía tener 
Ministerios autónomos. Con respecto a Turismo, no tengo dudas de que tiene que ser un Ministerio único 
para esa materia y solamente para ella y el Ministro que está a cargo de esa Cartera tiene mucho para hacer si 
se decide a atender todo lo que implica esta actividad fundamental para el futuro del Uruguay. 


No quiero extenderme más sobre este asunto porque lo discutiremos en su momento, ahora quería atenerme 
al tema y unirme a algunas interrogantes que planteó el señor Diputado Ponce de León. 


En primer lugar, en el Sistema de Distribución del Gasto vemos que el Ministerio de Deporte y Juventud no 
ha enviado información. En la página 9 del Tomo l, de los Resultados de la Gestión Pública, Sistema de 
Distribución del Gasto, dice: "Se contó con información en el Sistema de Retribuciones pero no ingresó 
información al Sistema de Distribución del Gasto". Me interesaría saber por qué y si se puede dar 
información al respecto. 


En segundo término, en el sistema de evaluación ni siquiera figura el Ministerio de Deporte y Juventud -al 
menos no lo pude encontrar en ninguno de los tres tomos que tenemos a disposición- y también me 
interesaría saber a qué se debe. 


La tercera pregunta refiere a lo que decía el señor Diputado Ponce de León. Nosotros creemos que las 
actividades de estos Ministerios son muy importantes, por eso también estamos en contra de que hoy se haga 
un cambio de esta naturaleza sobre la marcha -cruzando el arroyo, como alguien dijo una vez-, que hace que 
determinados planes entren en una etapa de "stand-by", que no se progrese y que no se pueda seguir con 
determinadas cosas que se vienen haciendo, como ha quedado establecido de lo que ya se hablado. 


En definitiva, quiero saber acerca de dos actividades fundamentales, sobre todo en el momento que vive el 
país -coincido con el señor Diputado Ponce de León-, que los jóvenes se van. En cuanto al deporte y a las 
políticas de juventud, hemos visto con muy buenos ojos las muchas actividades que ha venido realizando el 
INJU y nos parece que eso es importantísimo como mensaje de sociedad hacia la juventud, como una 
esperanza que sembramos en el corazón de los jóvenes, que vean que el Estado no está ajeno a ellos, que no 
está de espaldas a sus inquietudes, sueños y esperanzas. Por lo tanto, estas dos actividades me parecen de 
fundamental importancia. 


Por otra parte, aprovechando la presencia del doctor Ferrari, Director General de Deporte y Juventud, 
referido al año 2002 -que es el año que tenemos a consideración-, me gustaría conocer cuáles han sido las 
líneas más importantes que él destacaría en la gestión en esta área, cuáles han sido las limitaciones que han 
tenido y cuáles son sus expectativas hacia el futuro, más allá de estos cambios que distorsionan cualquier 
posible planificación sostenida en el tiempo. 


Aprovechando la presencia del Director del INJU, también me gustaría escuchar cuáles son las actividades 
que ha priorizado desde que está al frente del Instituto, cuáles son las líneas de acción que se están 
desarrollando y cómo pesa el presupuesto y la distribución del gasto, aspecto sobre el que, lamentablemente, 
no tenemos información. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Con respecto a las expresiones del señor Diputado Ronald Pais, creo que 
todos compartimos -como decía el señor Diputado Baráibar- que no tendría ninguna lógica fusionar los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería, Deporte y Juventud y Turismo. Pero el tema no pasa por 
lo que uno opine sino por que en la Comisión de Legislación del Trabajo hay un proyecto que establece 
claramente cuál es el objetivo del Poder Ejecutivo, que muy bien ha expresado el señor Ministro 
Guzmán. 


Simplemente, quería hacer esta acotación para que no quede fuera la posibilidad de que el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería se una a los de Turismo y Deporte y Juventud. 


SEÑOR FERRARI.- Voy a empezar por lo más positivo que se ha dicho, es decir, la medalla de plata de 
los cuatro chicos que compitieron en remo en los Juegos Panamericanos de Santo Domingo. El 
Ministerio de Deporte y Juventud ha aportado económicamente para esa Federación -no recuerdo la 
cifra- y también ha brindado cooperación médica, ya que puso a disposición su centro médico. 
Asimismo, en virtud de acuerdos que realizamos con el gobierno de Cataluña, algunos de esos 
canotistas tuvieron una preparación previa. No queremos subirnos a este éxito, pero queremos decir 
que tanto el Comité Olímpico Uruguayo como el Ministerio de Deporte y Juventud han tenido algo que 
ver con esa medalla, por lo que todos debemos sentirnos orgullosos de ella. 


Para contestar algunas interrogantes relativas al ISEF voy a dar la palabra a los contadores, porque manejan 
mucho mejor lo relativo a los sueldos y a por qué no se pagaron las retribuciones que mencionaba el señor 
Diputado Ponce de León. 


Por otra parte, hice referencia a que preferiría no hablar de los lineamientos o planes estratégicos que tiene el 
Ministerio de Deporte y Juventud -específicamente en el deporte-, porque está presente el señor Director de 
Juventud, quien puede ser mucho más explícito con respecto a sus planes. 


Lo que puedo decir es que podemos diferenciar la actividad que realiza el Ministerio de Deporte y Juventud 
en tres áreas importantes. Una de ellas tiene que ver con el deporte para todos; creo que es fundamental en el 
desarrollo de las personas. Como todos sabemos, hay 110 plazas de deportes en todo el país. Dado que su 
mantenimiento es muy costoso, hoy están en vigencia convenios con las Intendencias Municipales para el 
resto del país, y el Ministerio aporta los profesores. 


Pero no nos quedamos solo con esa coyuntura que ya existía. En mayo de este año firmamos en Brasilia un 
convenio con el gobierno de Brasil para la fabricación de materiales e infraestructura deportiva como, por 
ejemplo, pelotas de todo tipo de deportes y materiales de competición. Se trata de un convenio muy relevante 
respecto a la parte social porque va a vincular a los presidiarios: ellos van a fabricar esos materiales. En este 
sentido, estamos en los últimos detalles para la firma del convenio con el Ministerio del Interior y la 
Dirección Nacional de Cárceles. A través de este convenio vamos a cubrir las necesidades de materiales 
deportivos que tienen las plazas de deportes y, además, vamos a cumplir con un fin social que establece la 
Constitución, que es rehabilitar los presos y no solo reclutarlos. Lo más importante del plan para los 
presidiarios es que van a recibir un peculio y, además, tendrán la posibilidad -esto va a requerir una ley 
especial que modifique las actuales- de que cada tres días de trabajo se les quite un día de la pena. 


En este aspecto del deporte para todos debemos tener amplitud y llegar a todas las personas para que lo 
realicen, pero si no les damos la infraestructura y los materiales necesarios, todo se transforma en letra 
muerta; creo que este es un detalle importante. 


Con respecto al deporte federado, tenemos la suerte de provenir de una federación por lo que sabemos cuál es 
su problemática con relación a los lugares de trabajo. 


Además del gran logro del Ministerio de Deporte y Juventud que es el Equipo de Apoyo de Alto 
Rendimiento, estamos haciendo un seguimiento muy de cerca de estas federaciones para que también 
realicen planes estratégicos, tengan bien claro el horizonte al que quieren llegar con su deporte y puedan 
tener bien claro cómo va a ser el apoyo del Ministerio, ya sea económico o no. A la hora de manejar fondos 
públicos tenemos que ser muy cuidadosos y cuando damos plata a una federación siempre es bueno tener 
todos los elementos arriba de la mesa. Por eso, estamos marcando las pautas de cómo tienen que acercarse al 
Ministerio de Deporte y Juventud. 


En cuanto al alto rendimiento -casualmente, se están desarrollando los juegos panamericanos, en los que 
varios competidores uruguayos están intentando lograr alguna medalla-, hemos cambiado dos aspectos 
importantes, en los que el Ministerio tenía un debe por no haber tenido el tiempo suficiente para hacerlo 
desde su creación. Me refiero al nuevo relacionamiento con el Comité Olímpico Uruguayo. Entendemos que 
todos los actores y personas vinculadas al deporte deben trabajar de común acuerdo y no en una competencia, 
cada uno por su lado. Eso ha permitido brindar un apoyo conjunto a los deportistas y no competir por quién 
apoya más, porque seguramente el Ministerio de Deporte y Juventud va a quedar en desventaja desde el 
punto de vista económico. 


A esto debemos sumar los acuerdos internacionales; el Ministerio de Deporte y Juventud ya ha firmado más 
de veinte. Considero que este aspecto es fundamental porque supone cooperación internacional, traer a 
Uruguay técnicos expertos de diferentes disciplinas y también becas para deportistas en aquellos países en los 
que cada deporte tenga su prioridad. Hemos realizado acuerdos con Cataluña -adonde ya hemos enviado 
varios deportistas- y también con Brasil. 


El deporte en Uruguay se puede dividir de diferentes maneras pero podemos clasificarlo en deporte para 
todos, deporte federado y deporte de alto rendimiento. El Ministerio de Deporte y Juventud está trabajando 
en esos tres grandes ítemes. 


A continuación voy a contestar las preguntas del señor Diputado Ponce de León respecto al ISEF. Este tema 
ha sido una preocupación constante, que no solo ha afectado a las actuales autoridades del Ministerio de 
Deporte y Juventud, porque hace más de 17 años que el ISEF tiene conflictos salariales. Por lo tanto, se viene 
arrastrando una situación de conflicto y de diferencias tanto económicas como reglamentarias que 
desencadenan, como decía el señor Diputado Pais, en cosas que se podían haber resuelto antes. 


Cuando asumimos nuestro cargo tratamos de dar un marco jurídico a la relación de los profesores con el 
Ministerio. Hasta el momento esto no existía; lo único que había era una contratación por caché. Entonces, se 
realizó un contrato tipo en el que se contemplaron todos los aspectos salariales. Cabe aclarar que estos 
profesores no tenían licencia ni ningún otro beneficio que debe tener cualquier trabajador. Es decir que 
actualmente hay una base en la que apoyarse y no van a estar en la nebulosa de pensar qué contratación 
tendrán ni cómo será su relación con el Ministerio de Deporte y Juventud. 


Por otra parte, con respecto a la información que manejaba el señor Diputado Ponce de León de que 
solamente se pagó abril, me gustaría que los contadores hicieran algún comentario, porque creo que eso no es 
exacto. Tal vez lo que sucedió fue que en el momento en que las personas tomaron contacto con él no 
conocían los avances del Ministerio de Deporte y Juventud. 


SEÑORA MALET.- Con respecto a los contratos del ISEF, debo decir que entre los meses de enero y 
febrero tuvimos un cambio de contador central. Esto ocasionó que no existiera determinada regulación 
respecto a la hora docente ni al contrato tipo. 


A partir de ese momento se comenzó a trabajar con los antecedentes que había y se crearon un proyecto de 
decreto para la hora docente y un nuevo decreto a través del cual se ampliaba la posibilidad de utilización del 
crédito de horas docentes, pues hasta ese entonces solo podía ser utilizado por una nómina que ya estaba 
preestablecida por el decreto anterior. 


Todos sabemos que en este tipo de cosas los trámites son extremadamente lentos, por lo que tratamos de 
agilizarlos. Coordinamos con el contador que hasta que no se terminara la tramitación de ambos decretos 
para lograr la firma, la intervención de los gastos se haría con un borrador. 


De esta forma se pudo hacer la liquidación hasta abril. 


Las conversaciones comenzaron en el mes de febrero y se planteó que nos íbamos a dar un plazo hasta abril - 
se creía que ambos decretos ya podrían estar aprobados- de forma tal de contar con un respaldo legal para la 
intervención. 


Por razones de tramitación y de burocracia la aprobación de los decretos se ha demorado; hace quince días - 
aproximadamente- se aprobó el correspondiente al valor de la hora docente, y el relativo a la ampliación de la 
nómina de funcionarios para utilizar los créditos de horas docentes estaría pronto para ser firmado. 


Teniendo en cuenta esto, el contador central nos planteó que en el correr de esta semana estaría haciendo la 
intervención de los gastos correspondientes a mayo, junio y julio. Se supone que en el correr de esta semana 
se estaría regularizando la situación de los pagos. 


SEÑOR DAUBER.- Quiero referirme a un motivo adicional en la demora del pago de los contratos por 
caché. 


Debido a la conflictividad surgida en ese Instituto a fines del año pasado, muchos de los cursos se tuvieron 
que dictar a partir de febrero de 2003. El problema surgió porque a esa fecha -febrero de 2003- muchos de los 
contratos de los profesores habían vencido, y los contratos del ISEF fueron proporcionados recién en junio de 
2003. 


Además, una vez que los contratos fueron firmados y el contador central accedió al pago de febrero y marzo 
de 2003, la Contaduría General de la Nación realizó un trámite llamado "acumulación de horas", que tiene 
por finalidad comprobar si cada profesor, aparte de las horas trabajadas en el ISEF, también realizó horas en 
otra dependencia. Esto se hace para determinar si se supera la carga horaria establecida, asunto que también 
insume tiempo. 


SEÑORA MALET.- Con respecto a Maldonado, hay varios funcionarios que presentaron la 
información en forma inadecuada: datos incorrectos, falta de información, formularios de 
declaraciones juradas sin firma. Para estos casos resulta imposible realizar la tramitación. 


Todo esto se ha venido subsanando a medida que se detectan los errores; inclusive, hemos comprobado que 
hay superposición en horarios de trabajo, pues es imposible que una persona esté trabajando a la misma hora 
en dos lugares distintos. Esta es una de las tantas cosas que se han detectado a través del control. 


Son muchos contratos, y algunos llegaron fuera de fecha. Así como a nosotros nos implica un control, 
también se realiza un control posterior en la Contaduría General de la Nación. 


Los que quedarían sin pagar serían los correspondientes a declaraciones juradas mal hechas o con 
información incongruente. Lo que está en condiciones ha tenido su trámite, y eso es lo que se va a liquidar en 
el correr de la semana. 


Respecto al sistema de distribución del gasto, me llama la atención el planteamiento realizado por el señor 
Diputado Pais pues sé que se ingresaron todos los datos. No sé por qué no aparecen. Personalmente me 
interesa consultar -apenas llegue a la oficina lo haré- y saber qué ocurrió. 


Reitero que se ingresaron los datos; inclusive, nos hicieron algunas observaciones respecto a que no parecía 
ser congruente con lo presentado el año anterior, y por ello lo revisamos una vez más y revimos el tema. 


Me interesaba hacer esta aclaración al señor Diputado pues para mí es una sorpresa. 


En cuanto al impuesto a las transferencias al exterior y a su uso, uno de los problemas más importantes que 
ha tenido el Ministerio respecto a este impuesto es que su recaudación es muy superior a las posibilidades 


que tenemos de utilización del crédito. 


Sobre la base de que la recaudación que tenemos en el Ministerio es muy superior a la habilitación de 
créditos, vale aclarar que en este Ejercicio nosotros tuvimos el 8% de abatimiento en los gastos, de acuerdo 
con los créditos asignados el año anterior, y prácticamente el 28% en inversiones, que para nosotros fue muy 
importante. 


Por lo tanto, si bien obtenemos una recaudación que podría ser más que suficiente para cubrir los gastos 
normales del Ministerio -y aún nos quedaría superávit-, al mismo tiempo nos resulta imposible poder 
utilizarla porque siempre estamos acotados, ya sea por los créditos o por los topes establecidos en 
inversiones. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quisiera saber cuánto se ha recaudado hasta el momento por el impuesto a las 
transferencias y si existen atrasos en la entrega de la Dirección General Impositiva. 


SEÑORA MALET.- Lamentablemente, en este momento no cuento con la cifra exacta, pero serían 
alrededor de $ 20:000.000. 


Ya en el mes de febrero empezamos a solicitar un refuerzo de rubro porque sabíamos que no nos iban a 
alcanzar los créditos para cubrir el presupuesto del año por dos razones. En primer lugar, porque había un 
abatimiento en el gasto y, en segundo término, porque en el año anterior hicimos una solicitud de refuerzo de 
rubro de aproximadamente $ 8:000.000, de los cuales nos dieron $ 3:500.000. Gracias a esos $ 3:500.000 
pudimos por lo menos terminar de cubrir los gastos hasta el fin del Ejercicio. También se incluyó el 
planteamiento de la posibilidad de pago de los tiques de alimentación a los que hacíamos referencia recién y 
respecto a los cuales voy a hacer una aclaración. 


En el mes de febrero empezamos la solicitud de refuerzo de rubro contando con la necesidad de cubrir hasta 
fin de año con el pago de los tiques de alimentación de $ 900. Uno de los grandes cambios que tuvimos desde 
el año pasado a este, es que tanto por los contratos por caché como por los tiques de alimentación no se 
pagaban las cargas sociales. A partir del 1? de enero de este Ejercicio a nivel de la Contaduría General se nos 
planteó que había que regularizar la situación de los aportes a la seguridad social, por lo cual los contratos 
por caché en este momento están teniendo todos los aportes correspondientes, cosa que obviamente no lo 
teníamos considerado dentro de nuestro presupuesto del año pasado, pero de este sí. Por otro lado, esos $ 900 
de tiques dede alimentación que representaran más de un 20% de los ingresos del funcionario, requerían que 
se hiciera el aporte correspondiente a la seguridad social. Dado que los sueldos en el Ministerio son 
extremadamente bajos, el gran porcentaje de los funcionarios tienen aportes sobre esos $ 900. Entonces, eso 
también generó que el crédito que nos quedaba disponible para poder cubrir hasta fin del Ejercicio el pago de 
los tiques de alimentación fuera aun menor. 


Nosotros tendríamos una recaudación suficiente como para poder cubrir todos estos gastos. Es decir que, en 
realidad, no tendríamos que solicitar a Rentas Generales ninguna partida extraordinaria. Con los ingresos que 
se generan en el Ministerio estaríamos en condiciones de poder encarar la situación a nivel de beneficios 
sociales, a nivel de pago finales de contratos por caché, dentro de los que se incluyen también el pago a todos 
los docentes del ISEF, que es uno de los grandes temas que tenemos en el Ministerio en este momento, y por 
otro lado, la posibilidad de hacer inversiones en el mantenimiento de las plazas de deporte como una forma 
de hacer llegar el deporte a todo el mundo. Los créditos son muy bajos respecto a esa recaudación y hasta 
tanto no nos den el refuerzo de rubro nos va a ser imposible cubrir los tiques de alimentación hasta fin del 
Ejercicio y, por ende, algún contrato en el que se haya comprometido hasta fin de año. 


En estos momentos los créditos son muy insuficientes. Por ello, desde el mes de febrero estamos 
manteniendo reuniones con el Ministerio de Economía y Finanzas para poder subsanar esto. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Baráibar, quiero aclarar que hay todo un tema de 
regularización de una cantidad de funcionarios. Todavía no se sabe exactamente cuál es la cantidad de 
funcionarios que va a quedar y en qué condiciones. Sin duda que va a ser un tema que también afectará y 
muchísimo la disponibilidad que tengamos para el pago de los tiques de alimentación. Dado que si son 
funcionarios regularizados en las mismas condiciones que el resto de los funcionarios, si se resuelve que se le 
pague a la vez el tiques dealimentación, entonces, las necesidades de fondos van a ser superiores. 


SEÑOR DAUBER.- Simplemente quería agregar dos elementos: uno para completar los conceptos de 
la contadora Malet referente a la insuficiencia de los créditos y, otro para agregar información que 
pidió el señor diputado Ponce de León sobre los funcionarios no presupuestados que tiene este Inciso. 


La situación actual -a la cual ya se refirió la contadora Malet- es que tenemos insuficiencia de créditos, dado 
que se nos abatió en un 8% los gastos y un 28% las inversiones. Pero no solamente esto; el crédito de 

$ 3:500.000 que se nos otorgó el año pasado, aun no lo tenemos. Por lo tanto, quiero alertar sobre la aparición 
de futuros problemas. Ya corremos peligro de no pago de haberes al ISEF, no por razones administrativas 
sino por insuficiencia de créditos. Estas gestiones, como recién lo dijimos, las estamos llevando a cabo desde 
febrero ante el Ministerio de Economía y Finanzas, pero hasta ahora no hemos tenido respuesta. 


Ahora quiero hacer referencia a los funcionarios no presupuestados que tiene este Inciso a diciembre de 
2002. 


En contratos de función pública hay 180 personas, en becarios no docentes a diciembre de 2002 hay 1, en 
becarios docentes, 18, y en otros - por caché y guardias médicas-, 50. Comparándolo con la situación de 
marzo de 2002, en contrato de función pública, tenemos 78 funcionarios, becarios no docentes 55, becarios 
docentes 23 y otros - por caché y guardias médicas- 287. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- En los repartidos que tenemos de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
al 31 de diciembre se habla de 335 funcionarios. Usted habla de una cifra de más de doscientos que 
ahora habría bajado fuertemente. ¿Qué es lo que eso significa? 


Las cifras que tenemos de 31 de diciembre a 31 de diciembre nos dan al revés. De 2001 al 2002 se pasó de 
251 a 335 funcionarios no públicos, es decir, en los contratados por la Administración pero que no se 
consideran funcionarios. Nos da un incremento del año 2000 a 2002 de 150, entre los que son funcionarios 
públicos. Usted habla de una baja. ¿Qué es lo que ha pasado? 


Creo que en el Ministerio pasan cosas atípicas; el propio tránsito lo es y también lo que se informaba sobre 
los recursos. Confieso que cuando estuvimos en Paysandú e, inclusive aquí, en Montevideo, solíamos decir a 
las delegaciones que nos vinieron a ver que en realidad el problema era la falta de recursos del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Nos estamos encontrando con que era cierto el grueso del problema; los casos 
particulares de alguien que tiene mal la declaración, naturalmente, en todas las instituciones las declaraciones 
quedan para atrás por razones burocráticas puntuales, pero el grueso de los docentes no cobró por un 
problema de tramitaciones y no por falta de recursos. Es atípico. 


Lo digo como mera constatación, sin carga alguna; sé que esto tiene una historia complicada. Pero, ¿qué fue 
lo que en realidad pasó? ¿Subió la cantidad de funcionarios? ¿Bajó? ¿Por qué vía? 


SEÑOR FERRARI.- La suba que mencionó el señor Diputado refiere a la regularización que se hizo el 
año pasado. Con respecto a por qué bajaron esos contratos, debo decir que las autoridades actuales no 
entendieron conveniente renovar varios contratos que vencían el 31 de diciembre de 2002. Ahí se dio la 
baja de contrataciones por caché. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Quiero hacer una reflexión respecto a lo que el señor Diputado Ponce de León calificaba de situación 
atípica. Diría que es una situación no tan atípica, ya que comparando los procedimientos 
administrativos que se aplican en una Secretaría con larga tradición como es la de Educación y 
Cultura, con los que se aplican en una Secretaria novel y hasta juvenil, debemos concluir en que 
estamos un poco enfermos de contralores y, sobre todo, de pérdida de la eficacia conclusiva final. 
Quiero detenerme en este concepto. 


Una batalla que hemos llevado desde el primer minuto con el señor Subsecretario, doctor Bervejillo -cuya 
compañía es una de las grandes satisfacciones que puedo exhibir- es la de ir venciendo dificultades para 
cobrar a veces partidas imprescindibles para el cumplimiento de obligaciones de Estado de primera 
magnitud. Hemos llegado a un récord que en alguna sesión de esta maratón de Comisiones que nos tocó en 
los últimos veinte días hube de revelar. No era el área específica, pero hoy lo hago en la que sí lo es. Hemos 


perseguido más de una vez el cumplimiento de una obligación con contenido laboral. Ejemplo concreto: 
Registros. Llegábamos al límite de la espera por parte de los funcionarios que tenían derecho al cobro de sus 
compensaciones por el 20 del mes pasado; aclarando que se estaba gestionando el cobro desde principios de 
mes. En el límite de la espera, cuando al día siguiente iba a entrar el funcionariado en huelga, conseguimos 
una resolución positiva por la cual el Ministerio de Economía y Finanzas disponía que se pronunciara con 
prontitud el delegado que, siendo funcionario de Economía, al mismo tiempo ocupa el lugar de delegado del 
Tribunal de Cuentas. Conseguimos eso sobre el filo de la hora 13 y 15 del día anterior al que iba a iniciarse el 
paro. Me llamó el doctor Atchugarry; me dijo que se había conseguido y que lo iba a aprobar el contador 
Britos en su calidad de delegado de la Contaduría y lo iba a observar el contador Britos en su calidad de 
delegado del Tribunal de Cuentas. Pude contestarle con toda franqueza que eso no iba solo contra el orden 
presupuestal o el Derecho Administrativo sino contra el concepto mismo de unidad de la persona; toda la 
elaboración del concepto de persona supone una integridad, una congruencia, una libertad interior gestada 
desde adentro de axiomas, principios y argumentos de vida. Entonces, firmar al mismo tiempo aprobando y 
observando, constituye un ejemplo de cátedra que habría querido tener el profesor Gelsi Bidart -de bendita 
memoria- cuando escribió su tesis contra el "venire contra el proprio factum", el venir contra actos propios, 
que se da en el mismo momento, en el mismo acto y, quizás, por la misma firma. No he controlado si firma 
una vez o dos. Estoy seguro de que ninguno de los presentes estaría dispuesto a ello. Todos dudamos si 
tenemos una personalidad, en primer lugar, yo, pero estoy seguro que dos no quiero tener; en todo caso, no 
acepto tenerlas. Cuando llegamos a esta situación en que el propio doctor Atchugarry me dijo "Este es el 
contexto en el que nos manejamos" lo que debemos pensar es en reconstituir el derecho a partir del derecho 
subjetivo final, es decir, ver cuál es la finalidad última y de ahí hacia atrás, ir constituyendo mecanismos 
congruentes para que el Estado, cualquiera sea su filosofía económica y su proyecto social, pueda funcionar. 
De lo contrario, con estos mismos mecanismos, no va a haber ningún Estado, con ningún proyecto ideológico 
que pueda funcionar. En pocas palabras, se trata de recomponer la imperatividad del Derecho Administrativo 
a partir de los conceptos sobre persona que vienen implícitos en los artículos 72 y 332 de la Constitución, que 
no dicen que el Estado uruguayo dará a las personas los derechos que se le dé la gana, sino que el Estado 
uruguayo reconoce -mejor dicho, el ordenamiento jurídico constituido reconoce- a las personas unos 
derechos preexistentes. Si esta filosofía se puede introducir en la Administración, vivificando incluso las 
decisiones en que encontramos embotellamientos, vamos a poder funcionar. De lo contrario, seguirá 
habiendo observaciones de este tipo, hoy en Maldonado, ayer en Paysandú y mañana en otras áreas ajenas a 
Deporte y Juventud. 


Para poder pagar los caché del SODRE hemos hecho esfuerzos ingentes; al respecto, le pediría al señor 
Subsecretario que nos confirme un conjunto de detalles y hasta anécdotas como esta que acabamos de contar. 


SEÑOR BERVEJILLO.- Esa atipicidad a que aludía el señor Diputado se ha convertido en una suerte 
de costumbre que le hace perder la característica de tal e inmoviliza a la Administración. Con ello no 
quiero decir que ésta deba actuar sin controles; la Administración debe actuar con controles -ellos son 
sanos en sí mismos- pero deberían tener en consideración que cuando se ejercen, tratándose de pagos 
de retribuciones, lo que consiguen es que las personas que deben obtener el dinero, a cambio del cual 
prestaron el trabajo, no lo hacen o demoran plazos poco soportables. Ese cambio de controles en el mes 
de febrero a los que aludía la contadora Malet afectó también al Ministerio de Educación y Cultura, 
porque el auditor es el mismo que para el Ministerio de Deporte y Juventud. Así se comenzaron a 
sumar los requisitos, obstáculos y exigencias de demostración de situaciones que obedecen a un marco 
jurídico que existe desde hace veinte años pero que hasta ese momento a nadie se le había ocurrido 
controlar, además de los que la Ley N” 17.556 introdujo como nuevos requisitos de contratación. 
Entonces, comenzamos con esa pulseada de que por este mes se permite o se interviene el gasto, pero el 
mes siguiente habrá que tener determinadas tareas realizadas que no dependen de los funcionarios del 
Ministerio de Educación y Cultura o del Ministerio de Deporte y Juventud, sino que suponen una serie 
de trámites en distintas oficinas y la necesidad -como decía la contadora- de requerir información 
mediante declaración jurada, estar a esas declaraciones o controlarlas a efectos de advertir las 
eventuales contradicciones que puedan tener y pasarlas en limpio. Todo eso lleva uno, dos o tres meses 
en los cuales los funcionarios no perciben sus haberes. 


Si ponemos un poco de atención respecto de cuáles son las situaciones en que se produjeron estas 
observaciones, nos encontraremos con que se trata de los docentes del ISEF, los funcionarios del Registro del 
Estado Civil, los caché del SODRE, los caché de Tveo y los caché de la Dirección de Cultura; en todos esos 


casos, siempre se trató de funcionarios que no perciben sus retribuciones porque las planillas no resultan ser 
intervenidas a tiempo en virtud de que falta un documento que clarifique determinada situación. 


Este es un poco el negro panorama que describía el señor Ministro en cuanto a que buena parte de la labor 
administrativa del Ministerio lamentablemente no puede ser dedicada a exigencias de la Cartera, sino a la 
lucha administrativa que permita que los funcionarios perciban sus retribuciones en la forma que les 
corresponde, sin las angustias a las que hemos estado asistiendo durante todos estos meses a raíz de las 
situaciones que hemos comentado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Tomé nota de la respuesta que dio la contadora Malet sobre el tema de la 
distribución del gasto. Esto no llegó en los repartidos; puedo mostrar el Tomo I, Resultado de la 
Gestión Pública, Sistema de Distribución del Gasto, en cuya página 9 aparece esa constancia. 


También quedó pendiente el sistema de evaluación; yo había preguntado al respecto porque la información 
no está. Allí figuran los objetivos y su medición. Yo supongo que esto no debe haber estado originalmente en 
el presupuesto, pero me gustaría saber si se hizo después. Lo consulto para poder analizar el avance en la 
planificación estratégica, de acuerdo con las metas fijadas. 


Con respecto al sistema de distribución del gasto, solicito que si esa información existe se haga llegar a la 
Comisión, ya que es un elemento muy útil para nosotros. Además, habría que analizar la razón de la no 
aplicación de este sistema de evaluación, que me gustaría conocer. Al no contar con la información sobre la 
distribución del gasto y la medición de las metas, no sabemos cómo se gastó ni qué metas alcanzaron cada 
una de las áreas. El doctor Ferrari brindaba información sobre el tema del deporte. Nos queda el tema de la 
juventud, que me gustaría que fuera complementado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro tiene que retirarse a la hora 12 y 30 para cumplir con otras 
obligaciones asumidas con anterioridad. De modo que si algún señor Diputado desea formular otras 
preguntas al señor Ministro, sería bueno alterar el orden para que no se nos agote el tiempo y queden 
interrogantes sin respuesta. 


SEÑOR IBARRA.- Eso no quiere decir que levantemos la sesión. Los temas a los que me voy a referir 
tienen que ver con el Centro de Estudios de Alto Rendimiento, la pista oficial y la recaudación por la 
transferencia de deportistas al exterior, que es un complemento de lo expresado por la contadora 
Malet. Estos temas pueden ser contestados por el resto de la delegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el señor Ministro se retiraría a la hora 12 y 30 y el resto de la 
delegación permanecería en Sala para continuar respondiendo a las preguntas de los señores 
Diputados. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA E INTERINO DE DEPORTE Y JUVENTUD.- 
Agradezco y quedo a las órdenes. 


En cuanto a la información que solicita el señor Diputado Pais, voy a pedir que sea preparada de la mejor 
manera y entregada lo más rápido posible por la vía de respuesta escrita, que es otro de los caminos que se 
utilizan en la Comisión. Tengo presente el letrero que indica que faltan solo cuatro días. 


SEÑOR DAUBER.- Antes de que el señor Ministro se retire de Sala quiero acotar, referido a lo que 
solicita el señor Diputado Ronald Pais, que esa información se entregó; habría que ver por qué no fue 
impresa. De todas maneras, trajimos desagregada por rubro toda la distribución del gasto del año 
2002, que ya hicimos llegar al señor Diputado para que la corrobore con la oficina correspondiente. 


Por cualquier duda, quedamos a las órdenes. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Muchas gracias. 


SEÑOR SCOTELLARO.- Desde la órbita de la Dirección Nacional de Juventud, enmarcada en un 
Ministerio con dos partes -el deporte y la juventud-, queremos presentar a petición del señor Diputado 
Ronald Pais lo que nosotros hemos denominado Plan Nacional de Juventud y hacer referencia a lo ya 
manifestado por el señor Diputado Ponce de León en cuanto a que muchas veces con poco dinero se 
pueden lograr muchos resultados. 


Desde que asumimos, hace casi siete meses, hemos logrado perfilar un Instituto que para nosotros es de alto 
impacto social. Me voy a permitir discrepar con mucha gente que dice que la juventud es el futuro. Yo creo 
que la juventud construye el futuro de este país como lo construyen todos los otros sectores y que tiene un 
presente con necesidades reales. Muchas veces la respuesta que la juventud nos da a las carencias que 
tenemos es tomar un avión. Creo que aquí todos tenemos que ser muy duros, muy claros, muy autoexigentes 
y buscar en la asignación de los recursos lo que son las políticas de Estado en materia de juventud. 


En este Plan Nacional de Juventud hemos desarrollado cuatro pilares fundamentales: desarrollo social, 
trabajo, derecho a la información y participación. A continuación mencionaré algunos de los logros obtenidos 
en esos cuatro pilares. 


En materia de desarrollo social, la semana pasada firmamos un convenio con el Banco Hipotecario del 
Uruguay a través del cual se nos ceden veinte viviendas en comodato con capacidad para albergar a 150 
jóvenes del interior, a las que accederán "gratuitamente" -entre comillas- mediante su trabajo voluntario -lo 
más digno que puede dar una persona- para venir a estudiar. Hemos firmado la creación del Comité Nacional 
de Voluntariado. Entendemos que la canalización de los jóvenes en materia de trabajo se puede hacer a nivel 
voluntario y a través de participación. 


También en el desarrollo social estamos trabajando muy fuerte en la prevención del sida, en el asesoramiento 
en la Junta Nacional de Drogas, y en todo lo que tiene que ver con la educación y con la prevención hacia la 
salud. 


Tenemos uno de los grupos de afinidad más grandes del país, como la tarjeta joven, que comprende a 
350.000 jóvenes que tienen acceso a beneficios reales en forma gratuita. Mediante un mecanismo que hemos 
inventado, estaremos arriesgándonos a descentralizar en todo el país y a aumentar casi una vez y media este 
número, llegando prácticamente a la totalidad de los jóvenes. El carácter de esta tarjeta es gratuito. 


En cuanto al trabajo, hemos desarrollado un convenio con 45 supermercados para la creación de la Cosecha 
Joven. Esto tiene que ver con el espíritu de cooperativismo que estamos impulsando. En pueblo Centenario se 
están dando algunos ejemplos de cooperativas de jóvenes que generan producción. Estos 45 supermercados - 
nucleados en las cadenas Géant, Disco y Devoto- comprarían esa producción con un logo que está creando el 
INJU y que sería Cosecha Joven. 


En lo que respecta a la capacitación, hemos entregado 533 becas para el acceso al mercado laboral. También 
hemos hecho una serie de talleres ocupacionales. En estos días, sobre la base de una gestión de 
esponsorización, estaríamos editando un libro para todo el país sobre procedimientos y mecanismos en la 
orientación ocupacional. 


En cuanto a la información, creemos que el rol del INJU es muy importante. Se dice que la información es el 
aliento de la libertad. En ese sentido, hemos generado algunos mecanismos para que las oportunidades 
lleguen a todos los jóvenes del país. Hoy para nosotros es un día muy importante porque se empiezan a emitir 
en 160 emisoras de todo el país diez minutos diarios de información sobre los jóvenes. El proyecto se 
denomina "Info Joven", es de carácter gratuito y recoge todas las actividades que están haciendo los jóvenes 
en todo el país. De esta manera se convierte en la cadena de comunicación con la gente más importante del 
Estado. 


También nos da alegría comentar que el jueves pasado, en una gira por el interior inaugurando la oficina de 
Guichón, nos enteramos de que ANTEL firmó la creación de cinco centros de acceso a la sociedad de la 
información. El INJU tiene un rol fundamental en el fenómeno de la brecha digital: quien más tiene, accede a 
la tecnología, a la información y al conocimiento, distanciándose de quien menos tiene. Aquí el Gobierno 
tiene que ser muy concreto al generar oportunidades para que los jóvenes accedan a la información. Estos 
cinco centros, que son un proyecto piloto, disponen de cinco computadoras, "scanner", camarita y conexión a 


Internet; se trata de la capacitación de los jóvenes de Bella Unión, Florida, Casupá, Maldonado y Paso de los 
Toros. Estos centros serán instalados los próximos días. 


En el área de la cultura, hemos generado una serie de debates importantes con los comunicadores; además, 
hemos accedido a la posibilidad de difundir las oportunidades de los jóvenes. 


En cuanto al cuarto y último punto de nuestro accionar -que se suma a todos los proyectos y procesos que 
venía desarrollando el Instituto en forma sistemática y muy buena- podemos decir que hemos creado el 
concepto de la participación. Hay un proyecto que se está discutiendo en el Directorio de ANTEL, que 
inclusive ha logrado el respaldo de la Presidencia, relativo a la creación de una red de información a la 
juventud. Esto constituiría una herramienta de trabajo para todos aquellos que en el país estamos trabajando 
en políticas de juventud, ya sea desde organizaciones no gubernamentales, oficinas municipales de la 
juventud o el INJU. Estaríamos armando una red que se financiaría con lo recaudado en las comisiones que 
generan el proyecto del INJU "ANCEL Joven"; le hemos planteado a ANTEL que eso lo pague en servicios 
de comunicación. Esta herramienta se convertiría en una oportunidad democratizadora de las acciones del 
Estado en política de juventud. Por ejemplo, en estos días firmaremos un convenio con la UTE para que 
organizaciones o empresas juveniles pinten las 1.400 estaciones terrenas; disponiendo de la red, una persona 
que esté en cualquier punto remoto del país se enteraría de esto al mismo tiempo que alguien que estuviera en 
la capital, y la gente que está en el interior -como muchos de los señores Diputados a los que hemos tenido la 
suerte de visitar- sabe de la importancia de este proyecto. 


Otra de las cosas importantes que hemos logrado ha sido la regionalización de las oficinas municipales de la 
juventud, con la creación de cuatro regionales, una por cada punto cardinal. Ayer nos reunimos en la 
Regional Este, en Lavalleja; estuvimos toda la tarde del domingo elaborando políticas y proyectos en 
conjunto. Hace unos días nos reunimos en Salto, en Arapey, para la creación de la Regional Norte. Es un 
sistema de trabajo similar al federativo; se reúne cada Comisión y cada Regional y elevan las necesidades de 
las políticas juveniles. En este sentido, hay que destacar la labor de las oficinas municipales de la juventud 
del interior, que ha sido excelente. 


Queremos contarles que hemos creado el Encuentro Nacional de Oficinas de la Juventud, y nos enorgullece 
decir que en esta Administración se ha incorporado Montevideo. Hemos tenido una reunión con la Comisión 
de la Juventud de la Intendencia Municipal de Montevideo, con la que hemos coordinado muchos trabajos. 
Por ejemplo, ellos hicieron una serie de casas, y por la gestión del INJU se ha logrado incorporar una serie de 
servicios. Así se ha logrado el Encuentro Nacional de Oficinas de la Juventud. 


La semana próxima inauguraremos la Oficina Municipal de Paysandú, la de Nuevo Berlín y algunas otras; 
todo esto es un preámbulo de lo que entendemos como Plan Nacional de Juventud. Hemos de crear un 
documento que enviaremos a todos los partidos políticos para que en su plan de gobierno incluyan un plan 
nacional de juventud; creemos que el tema de los jóvenes es fundamental. 


Quiero poner énfasis en que esto se ha hecho con una estructura de 70 funcionarios, 6 contratos por caché - 
que están a la espera de su regularización por un proyecto de ley- y 10 voluntarios que desde el día en que 
asumimos nos están acompañando honorariamente. El Instituto se mueve con recursos que se generan a 
través de apoyos; por ejemplo, en todas estas giras recibimos la cooperación de las Intendencias y de los 
medios. Prácticamente no tenemos recursos asignados para el desarrollo de los proyectos, pero queremos 
poner énfasis en lo que decía el señor Diputado Ponce de León en cuanto a que con pocos recursos se puede 
lograr mucho. Para nosotros, esta área es vital en el desarrollo del país, y todo este esfuerzo que se está 
haciendo necesita respaldo y un compromiso mayor de rubros, porque la tarea de los jóvenes es muy, muy 
importante, y está dando resultados. A ellos hemos hecho referencia en estos cuatro o cinco puntos que 
hemos desarrollado, y aclaro que hablamos de apenas seis meses de trabajo; sería muy bueno que pudiéramos 
dar a este plan una mínima inyección de recursos, ya sea que hablemos de más gasoil o de una imprenta para 
presentar folletería básica. 


No quiero extenderme más. Le agradezco a los doctores Guzmán, Ferrari y Bervejillo la confianza que nos 
han dispensado, así como a los señores Representantes la posibilidad de explicarles el desarrollo de estos 
proyectos. Me pongo a las órdenes para evacuar cualquier duda o consulta y para dar lo mejor que podemos 
ofrecer, que es nuestro trabajo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber a cuántos jóvenes involucra el proyecto "Cosecha joven" y 
dónde está radicado. 


SEÑOR SCOTELLARO.- Nosotros identificamos que el INJU se relacionaba a través de la Tarjeta 
Joven y que muchas veces los trabajos se centralizaban en esa vía; cuando asumimos pensamos que el 
INJU tenía que ser muchísimo más que la Tarjeta Joven, y por ello nos sentamos a charlar con socios 
estratégicos que habíamos heredado, que tenían boca de salida para productos de los jóvenes; hasta el 
momento logramos la aceptación de los supermercados de comprar productos hechos por jóvenes. 


Como entendemos que el Estado -y el INJU en particular- no debe asumir más roles que los que su 
presupuesto o sus ganas le permiten, creamos una Comisión de trabajo integrada por la Federación Rural de 
Jóvenes, el Movimiento Agrario, las Cooperativas Agrarias Federadas, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, las oficinas municipales de la juventud y organizaciones no gubernamentales, en la que 
estamos abocados al estudio de la capacidad productiva de cada uno de los departamentos. Para dar un 
ejemplo, puedo decir que durante la gira del jueves -en la que recorrimos prácticamente medio país-, se 
hicieron ciertos relevamientos, inclusive en los liceos. Estamos en esa etapa; si esto prospera y se puede 
tomar como ejemplo, podría llegar a la gran mayoría del mundo rural juvenil. 


SEÑOR IBARRA.- Una de las preguntas que quiero hacer tiene que ver con los recursos que el 
Ministerio de Deporte y Juventud recibe por concepto del impuesto a las transferencias de deportistas 
al exterior. La contadora Malet manejó una cifra de entre $ 18:000.000 y $ 20:000.000, y me gustaría 
que se aclarara si corresponde al total recaudado desde que el impuesto fue creado o solo a esta 
Rendición de Cuentas de 2002; si no disponen ahora de la información, quisiera que la remitieran 
cuando fuera posible. 


También me gustaría que se remitiera el detalle de lo recaudado; no sé si figurarán nombres de deportistas, 
pero me interesa conocer, por lo menos, las partidas y los años a los que corresponden. 


En ocasión de tratarse la Rendición de Cuentas del año 2001, el hoy Diputado Trobo, ex Ministro de Deporte 
y Juventud, informó el 26 de julio del 2002 que, en total, la cifra que había recibido el Ministerio era de 

$ 11:372.000 y que restaban por depositarse $ 3:054.000. Esto indicaría que, al menos al 26 de julio del año 
pasado, había un atraso en cuanto a los depósitos que tenía que hacer, supongo que el Ministerio de 
Economía y Finanzas, para completar las partidas recaudadas por este concepto. 


Por lo tanto, pido tres datos sobre este asunto: la recaudación efectivamente volcada -si es el total o solo lo 
que corresponde al año 2002-, su detalle y si quedan partidas por girar por parte del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


El segundo tema tiene que ver con la situación actual de la pista oficial de atletismo. Tenemos gente amiga y 
conocida que nos ha planteado algunas inquietudes. Como todos sabemos, la pista es sintética y fue 
construida en el año 1989. La vida útil del sintético es de aproximadamente siete años; como el de la pista ya 
tiene catorce, debe tener algunos problemas. Sabemos que se le hace un mantenimiento en la época estival. 
También tenemos conocimiento de que la Federación Internacional de Asociaciones Atléticas no habilitaría 
un campeonato sudamericano "seniors" que se realizaría en el 2004, precisamente por los problemas que 
tiene la pista de atletismo. 


El atletismo está pasando por un buen momento. En el Campeonato Sudamericano de Venezuela, Heber Viera 
obtuvo la medalla de oro en 200 metros y la de plata en 100 metros, y Mónica Falcioni la medalla de bronce 
en salto largo. Recientemente, se destacó la actuación en octatlón del joven Andrés Silva en el Campeonato 
Mundial Juvenil, disputado en Canadá. Por lo tanto, este elemento es muy importante y tiene que ver no solo 
con el deporte sino también con la juventud en forma directa. 


Por otro lado, se nos informó que faltaría personal y que vencieron dos contratos de trabajo que no fueron 
renovados por problemas económicos. En consecuencia, hay problemas para realizar todo tipo de 
mantenimiento en la pista oficial, lo que preocupa a muchos ciudadanos. Tampoco habría sereno -hasta hace 
poco tiempo había vigilancia nocturna-, lo que pondría en riesgo de saqueo todos los elementos que tiene la 
pista en este momento. 


Sabemos que hay una Comisión Administradora de la Pista Oficial de Atletismo -CAPOA-, que se 
autofinancia con el arrendamiento de la pista a institutos de enseñanza privada o federaciones deportivas. 
Esta recaudación también ha disminuido debido a la crisis que todos conocemos, lo que hace peligrar el 
normal funcionamiento de la pista. 


También se nos dijo que la CAPOA hace aproximadamente tres años que no recibe partida alguna del 
Ministerio de Deporte y Juventud, lo que, sumado a la disminución de la recaudación, haría insostenible el 
mantenimiento de la pista oficial de atletismo. 


Concretamente, preguntamos cómo ven ustedes el futuro de la pista oficial -como dije, no está vinculada solo 
a los atletas profesionales sino fundamentalmente a la juventud-, si hay previsto algún recurso para sustituir 
su piso o para hacerle un mantenimiento adecuado hasta que se pueda cambiar, y si existe información del 
costo de esa sustitución. 


El tercer tema refiere directamente al Centro de Alto Rendimiento. Quisiéramos alguna información sobre el 
particular y no únicamente en cuanto a si los recursos son suficientes y si han llegado por parte del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


SEÑOR FERRARI.- Como en mi anterior intervención, voy a comenzar contestando la última 
pregunta. 


En principio, debo aclarar que varios de los datos que maneja el señor Diputado son anteriores a nuestra 
asunción en el cargo. Por este motivo, voy a hablar de lo que estamos haciendo ahora. Quiero aclarar que 
como pensé que el objeto de la convocatoria era la Rendición de Cuentas del año 2002, no traje el plan 
estratégico del Ministerio, por lo que me gustaría que en otra oportunidad me invitaran para poder 
desarrollarlo con el tiempo suficiente que merece. 


Con respecto al Centro de Alto Rendimiento, se ha logrado dar el puntapié inicial a ese gran sueño que 
tenemos todos los deportistas, específicamente los atletas, de asemejar el Uruguay a las grandes potencias, y 
ya no hablo del mundo sino de la región. El Uruguay es el único país de la región que no tiene Centro de Alto 
Rendimiento. Para ser un poco metafórico, es como competir en fórmula uno y no tener pista. Es imposible 
seguir avanzando en atletismo, si no tenemos un Centro de Alto Rendimiento que aglutine todas las 
disciplinas, los médicos, los fisioterapeutas, los nutricionistas y los servicios multidisciplinarios con que un 
deportista debe contar. 


Por lo tanto, antes de iniciar un trabajo con la Intendencia Municipal de Maldonado con relación a quién 
podría costear un Centro de Alto Rendimiento y quién iba a comandarlo, debíamos contar con alguien que 
nos guiara seriamente en cuanto a por dónde teníamos que transitar este camino. Por eso acudimos a la gente 
de Cataluña. En presencia del Presidente Batlle firmamos un acuerdo de cooperación; ellos harán el 
seguimiento y la hoja de ruta por la que debe caminar el Uruguay respecto al Centro de Alto Rendimiento. 
Entendemos que esto consiste no solo en conseguir los recursos y hacer las obras, sino en hacer un plan a 
doce años de lo que se pretende con ese Centro de Alto Rendimiento. 


El Director de Coordinación Deportiva se va a referir específicamente a la pista de atletismo y la capa de 
tartán, pero quiero decir que dentro de las múltiples facetas que tiene este acuerdo con Cataluña, está la 
posibilidad de complementar el trabajo, no solo en Maldonado sino también en Montevideo, y nutrir a la 
pista de atletismo de un piso vigente que haga posible que no estén en duda las fechas de sudamericanos, 
como planteaba el señor Diputado. 


Respecto a las personas que están trabajando en ese lugar, el año pasado se elaboró una ley especial que 
permite suministrar dietas a los que colaboren con el deporte. Tal es el caso de ONFI -Organización Nacional 
de Fútbol Infantil- y de la pista de atletismo. El inspector Martínez es la persona que va a ser designada para 
ese cargo y va a recibir una dieta especial, por lo que no va a depender de que el Ministerio tenga recursos. 


En cuanto a los últimos logros, debo decir que el Ministerio de Deporte y Juventud ya lleva entregados más 
de US$ 18.000 a la Confederación Atlética, en apoyo a deportistas y principalmente a técnicos. Recién el 
señor Diputado nombraba a Mónica Falcioni y Andrés Silva, pero el aporte fundamental que tiene el 
atletismo es su entrenador, Heber Viera, a quien estamos apoyando para que haga un seguimiento de todos 


estos deportistas. Él puede aseverar que ha sido apoyado por el Ministerio de Deporte y Juventud, 
principalmente en el Sudamericano de Venezuela. Esto no sucedió con la competencia de Andrés Silva en 
Canadá, porque ya estaba costeada por la IAF, International Athletics Association. 


Con respecto a la problemática de la pista de atletismo, me gustaría que hiciera uso de la palabra el Director 
de Coordinación Deportiva. 


SEÑOR GIOVIO.- Se han abordado varios temas, y de ello se desprende que la infraestructura, frente 
a la gravedad de otros asuntos, ha pasado a segundo plano. 


Los problemas de infraestructura que hoy tiene el Ministerio de Deporte y Juventud son importantes, 
sumándose a ello el temporal -que nos vino del cielo- que arrasó con el campamento de Parque del Plata, que 
cumple un fin social extraordinario. 


En cuanto a la pista, podemos decir que su estado es regular y que dejarla en condiciones implicaría gastar, 
aproximadamente, US$ 1:000.000, suma que el Ministerio hoy no está en condiciones de afrontar. 


SEÑORA MARTÍNEZ PRADO.- Quisiera hacer un poco de historia respecto a la pista de atletismo, en 
virtud de las fechas manejadas por el señor Diputado. 


La pista de atletismo fue realizada en 1991 mediante licitación pública, ganada por la empresa Mondo, 
especialista en pisos de goma flexible. En 1999, bajo la Presidencia del doctor Maglione, comenzamos a 
prever el cambio de su pavimento. 


Los técnicos que trabajaron en la colocación del tartán quedaron asombrados por el uso extremo que tiene 
nuestra pista, que debería ser exclusivamente para los competidores y no para uso popular -como hoy lo 
tiene-, al no contar con una pista alternativa. Esta es la única pista oficial que tenemos con ese tipo de 
pavimento. También estaban asombrados por el buen estado de la pista, pues ya tenía nueve años de vida. 


En aquel momento tuvimos que recurrir a reparaciones, es decir, a pegar cada una de las correderas; 
lamentablemente, estas reparaciones no fueron fructíferas pues comenzó a despegarse toda la base, por lo que 
tuvimos que suspender la reparación. 


El año pasado, con los funcionarios de la pista tratamos de volver a usar ese pavimento, pegando las partes 
desprendidas y, a su vez, volvimos a hacer las consultas del caso para el cambio de tartán, y nos dieron un 
precio de US$ 1:000.000. 


La vida útil de este tipo de pavimento es de diez años, y ya tiene doce. A eso hay que agregar que no solo 
tenemos problemas con el piso propiamente dicho, sino también con la infraestructura edilicia de apoyo a los 
atletas que usan la pista de atletismo. 


Nuestra División Arquitectura ha realizado un proyecto en forma conjunta con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -nosotros somos una asesoría y no contamos con técnicos específicos sobre electricidad, 
sanitaria, etcétera-, pero por problemas presupuestales no pudimos llevarlo a cabo. 


Nosotros tenemos todo, y cuando se disponga del dinero necesario la pista quedará en condiciones óptimas 
para seguir funcionando. Pero hasta ahora solo hemos podido realizar pequeños arreglos y paliar situaciones 
para continuar trabajando con los deportistas, escuelas y vecinos, que son quienes usan la pista de atletismo. 


SEÑORA MALET.- En función de lo manifestado por la señora arquitecta, quiero decir que el gran 
tema que tenemos desde el año pasado es la imposibilidad de realizar inversiones. 


Con respecto a las inversiones, el crédito que teníamos disponible era importante frente a lo utilizado. De un 
presupuesto de $ 15:000.000 en inversiones, nos establecieron un tope de prácticamente $ 6:000.000. La 
posibilidad de utilización estuvo muy acotada, por un lado, por el tope y, por otro, por el cupo mensual de 
gastos extremadamente bajo, que prácticamente se iba en gastos de funcionamiento. 


El problema de las inversiones se viene arrastrando con el tiempo. En 2002 eso fue muy claro, pues se había 
pensando realizar muchas obras pero ni siquiera se llegó al 50% de ejecución. 


Debe quedar claro cuáles son las razones por las que no se llevaron adelante. Ahora podríamos decir que 
estamos cuestionando que no tenemos crédito para gastar, pero si vemos lo que efectivamente se ejecutó en 
2002 en inversiones, comprobaremos que es muy bajo. Las razones de esto son, por un lado, el tope 
establecido y, por otro, el cupo mensual de gastos, que solo alcanzaba para cubrir gastos de funcionamiento. 


Este es un elemento importante para manejar. Como en el 2002 lo ejecutado en inversiones fue muy poco, el 
planteamiento realizado a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas para este año fue el siguiente: no nos 
darían un refuerzo a cargo de Rentas Generales, pero nosotros tendríamos los fondos de recaudación -fondos 
de libre disponibilidad suficientes- para cubrir el refuerzo que estamos pidiendo. Al mismo tiempo, tampoco 
nos quieren aumentar el presupuesto anual ya asignado. 


Entonces, de ese presupuesto anual, que ya nos plantearon, nos dijeron que no iba a haber nada extra y que 
transfiriéramos de inversiones para gastos de funcionamiento a efectos de poder cubrir los contratos de caché 
-estoy dando ejemplos de lo que es más representativo en el Ministerio-, la cobertura de tiques de 
alimentación y de beneficios sociales para el funcionario. 


A su vez, estamos planteando la necesidad real del arreglo de la pista de atletismo, que costaría 
US$ 1:000.000. 


SEÑORA MARTÍNEZ PRADO.- A esto hay que agregar $ 24:000.000 para infraestructura y 
reparaciones de las plazas de deportes de todo el país, que cumplen una función social muy importante. 


SEÑORA MALET.- Aquí estamos con grandes necesidades de obras, que de alguna forma están 
planificadas, pensadas y presupuestadas, pero no se pueden llevar a cabo por restricción de gastos a 
nivel del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR IBARRA.- El panorama es bastante complejo y, además, el costo de US$ 1:000.000 para 
reparar la pista es algo que impacta. No sé si los señores visitantes recuerdan cuánto costó hacer la 
pista en 1991. 


El doctor Ferrari hizo referencia al Centro de Estudios de Alto Rendimiento, y lo vinculó con la pista, con 
Maldonado, y con el acuerdo que se estaría realizando con Cataluña. Solicitaría ampliación de información al 
respecto. 


A su vez, quedaríamos esperando la información por escrito sobre la recaudación del Impuesto a las 
Transferencias de Deportistas al Exterior. 


SEÑORA MALET.- Después vamos a pasar por escrito la información exacta. 
SEÑOR FERRARI. Aclaro que el convenio marco con Cataluña ya ha sido firmado. 


Respecto a la posibilidad de que haya un apoyo para la pista de atletismo, quiero aclarar que el centro de 
entrenamiento sería en Maldonado y debería tener, como todo centro de entrenamiento, una pista alternativa. 
No podemos mencionar hoy cuál es específicamente el apoyo porque recién estamos avanzando en las 
negociaciones, pero veo una luz de esperanza en cuanto a que por ese lado también podamos solucionar los 
problemas de la pista de atletismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que se retiren el señor Ministro y el señor Subsecretario, queremos 
agradecerles la colaboración y la información suministrada. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro interino y el señor Subsecretario de Deporte y Juventud) 


SEÑORA MALET.- Quiero hacer una aclaración con respecto al impuesto a las transferencias. Recién 
dije que teníamos recaudado entre $ 18:000.000 y $ 20:000.000. Desde que se inició el impuesto a las 
transferencias hasta el momento se han recaudado $ 29:000.000. Hasta hace aproximadamente tres 
meses nosotros no habíamos hecho ningún reclamo; quedaba pendiente de ingresar a nuestra cuenta, 
para nuestra disponibilidad financiera, $ 18:000.000, que nos debían desde el año 2002. Nunca se 
habían reclamado porque se trataba de dinero que teníamos pendiente en nuestra disponibilidad 
financiera pero que de hecho no podíamos utilizar porque no teníamos el crédito habilitado. Por lo 
tanto, no tenía demasiado sentido tener ese dinero en nuestra disponibilidad financiera porque 
sabíamos que teníamos el derecho a cobrarlo, pero no se podía utilizar. 


Después de reuniones que tuvimos con el Subsecretario de Economía y con el contador General de la Nación 
nos plantearon que igual hiciéramos el planteo. Así lo hicimos y en este momento tenemos todo depositado 
en nuestra cuenta, excepto lo que se ha recaudado en estos últimos dos meses. Pero todo lo demás ya lo 
tenemos en nuestra disponibilidad financiera. 


SEÑOR GARCÍA ZEBALLOS.- En mi calidad de Director de Deporte me congratula poder venir a 
hablar del tema, aunque más no sea en una Comisión de Presupuesto, que no es específicamente el 
tema que me incumbe. 


En lo relativo al alto rendimiento voy a hacer un par de breves precisiones, sin perjuicio de lo que se está 
planificando. Estamos trabajando en la parte de estudios de alto rendimiento en el centro médico, que es uno 
de los servicios que se brinda anónimamente por el Ministerio de Deporte, por cuanto no tiene la 
trascendencia debida. Se trata de hacer los análisis clínicos a todos los deportistas que salen del país a 
competir o que compitan a nivel federado en el Uruguay. Es un servicio gratuito que se realiza por una 
unidad que existe en el centro médico, que estamos tratando de ahondar mediante la inclusión de una 
nutricionista y un psicólogo deportivo. Entendemos que es vital cubrir sus necesidades básicas para competir 
a alto nivel. 


En ese mismo sentido, y complementando también el tema con la pista, estamos trabajando para adquirir una 
máquina de photo finish, sin la cual el atletismo no tiene marcas oficiales. Esta máquina tiene un costo 
aproximado de US$ 10.000, que sí está al alcance de nuestra subvención a nivel federativo. Si bien 
obviamente no va a suplir otras carencias de la pista, sí le va a dar un impulso trascendente al atletismo como 
disciplina madre del deporte en general. Así lo hemos constatado en las últimas competencias internacionales 
con Heber Viera, Andrés Silva, Mónica Falcioni, Debora Gyurcsek, que son deportistas de alto nivel que 
sirven a su vez como reflejo para los deportistas de base que practican deportes a nivel federativo y que 
representan al país así como los futbolistas y basquetbolistas de alto nivel. Esto tiene una gran incidencia en 
el deporte base y, a su vez, en lo social y en lo que tiene que ver con la erradicación de muchos vicios de la 
juventud y los niños por estar en la calle sin practicar deportes. Por eso queremos recalcar y decir que, 
básicamente, se está trabajando en eso, sin perjuicio de lo que el doctor Ferrari ha expuesto con miras a una 
amplificación estratégica, apuntando a un centro de alto rendimiento instalado en Maldonado, con la 
complementación de la pista de atletismo de Montevideo. 


Estamos a las órdenes por cualquier duda inherente a lo deportivo. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quería pedir que se nos envíe a posteriori el material por escrito. Hoy, el 
señor Diputado Ronald Pais hacía referencia a que no está el sistema de distribución de gasto. Ese 
sistema no solo tiene información económica, sino que nos permite ver la apertura de cada estructura 
burocrática en sus distintas áreas. Por ejemplo, me interesa mucho saber cómo es la distribución de 
funcionarios en el Ministerio y en qué áreas de actividad están, más allá del escalafón. Quería saber si 
nos podrían enviar después la información de cómo están distribuidos los funcionarios, es decir, a qué 
tareas están asignados. 


SEÑOR FERRARI. Esa información escrita llegará a la brevedad y complementará la información 
que requieren. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los señores Directores, jerarcas y asesores del Ministerio de 
Deporte y Juventud. 


Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 12 y 56) 


Se reanuda la sesión. 


(Es la hora 15 y 10) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Inciso 02 "Presidencia de la República", 
integrada por el señor Raúl Lago, Secretario de la Presidencia de la República; el doctor Leonardo Costa, 
Prosecretario de la Presidencia de la República; el doctor Santos Marichal, Director de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil; el doctor Ariel Sánchez, asesor; el ingeniero agrónomo Jorge Schenone, Director de 
DIPRODE; la contadora Ángela Medina, Directora de Presupuesto de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; el economista Tabaré Vera, Director de la ATPS; el economista Alejandro Barreto, Jefe del 
Departamento de Administración y Finanzas; el señor Oscar Pesano, Director de la Unidad Reguladora de los 
Servicios de Energía y Agua; el economista Ruben Tansini, Secretario Ejecutivo del CEPRE; la contadora 
María Rethen, Directora de la División Contabilidad y Finanzas de la Presidencia de la República; la doctora 
María Laura Rey, coordinadora general del PIAI; la contadora Claudia Romano, del Programa Integral de 
Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo; el señor Rafael Brum, Director de la División Administración de 
la Presidencia de la República; el economista Sergio Botana, de la Unidad de Desarrollo Municipal; el 
contador Marcelo Brasca, Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; el señor Edison Wibmer, 
coordinador del Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo; la doctora Cristina 
Vázquez, Directora de la URSEA, y el economista Carlos Costa, Presidente de la URSEA. 


El objetivo de esta reunión es tratar la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución Presupuestal del 
Ejercicio 2002. Cedemos la palabra al señor Lago, para que realice una introducción sobre el tema. 


SEÑOR LAGO.- Muchas gracias, señor Presidente. Si me permite una digresión, quiero decir que 
cuando veníamos para acá, una de las personas que estaba conmigo me preguntó si iba a decir que 
sentía la satisfacción de estar nuevamente en una Comisión del Parlamento. Parece ser que, 
inconscientemente, lo he expresado en reiteradas oportunidades cuando me ha tocado estar por aquí, y 
lo voy a repetir porque realmente es así. A veces uno añora algunos otros tiempos en los que pudo estar 
en esta Casa, aunque no con la comodidad de la que hoy disponen los señores legisladores. 


Como decía el señor Presidente, nos corresponde analizar la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución 
Presupuestal correspondiente al Ejercicio 2002. Seré breve, porque entiendo que con todos los documentos 
que se han ido aportando a la Comisión se ha facilitado la tarea de los señores legisladores y, naturalmente, 
estamos a su disposición para evacuar todas las preguntas o inquietudes que puedan formularse a la luz de 
toda esa documentación. 


En términos generales, querríamos referirnos al análisis de acuerdo con el tipo de gastos que corresponde a 
los distintos ítemes en la Presidencia de la República. 


Con relación a los gastos de funcionamiento, podemos decir que tuvieron una marcada tendencia a la baja, lo 
que obedece a lo dispuesto oportunamente en la propia Rendición de Cuentas en cuanto al abatimiento del 
8% y a los topes de ejecución dispuestos posteriormente por el propio Poder Ejecutivo. 


En lo que tiene que ver con los gastos de suministros, la tendencia que se viene operando desde el Ejercicio 
del año 2000 es también permanentemente a la baja. Las restricciones dispuestas, por ejemplo, en el uso de 
los vehículos oficiales, tuvo una importancia sustancial, porque hubo una marcada reducción, no solo del uso 
de la flota sino también de la cantidad de vehículos asignados a la Presidencia de la República. Como 
consecuencia de ello, también hubo un abatimiento sostenido en el gasto de combustible -reitero que esto ha 
venido siendo progresivo o sistemático desde 2000- debido a la disminución de la flota. 


Medidas adoptadas desde hace tiempo en el uso de la red telefónica también contribuyeron a la baja en ese 
gasto de suministro. 


En cuanto a las misiones oficiales, creo que hay que analizarlas en dólares americanos porque, naturalmente, 
como se cumplen en el exterior, los gastos no son en moneda nacional sino en moneda extranjera. En materia 
de viáticos, estos gastos han tenido la baja más importante; esta ha sido de 28,16% con relación al Ejercicio 
anterior. Por concepto de pasajes también ha habido una disminución de prácticamente un 6%. 


En lo que tiene que ver con servicios personales, la tendencia también es a la baja por una razón: las variables 
que tenían mayor influencia estaban dentro de la Oficina Nacional del Servicio Civil; eran los funcionarios 
que se encontraban en disponibilidad -fundamentalmente de PLUNA- y su adjudicación a otros destinos le ha 
quitado ese peso que tenía la Oficina. 


En las inversiones hay un aumento, pero corresponde al traspaso a la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones -URSEC-, porque los créditos que se habían autorizado oportunamente en el Presupuesto 
estaban en el Inciso 03, que era la Dirección Nacional de Comunicaciones del Ministerio de Defensa 
Nacional, y el incremento en la ejecución del Proyecto de Regulación de Servicios Públicos fue parcialmente 
postergado por el artículo 647 de la Ley de Presupuesto. 


En general, también ha habido una mayor ejecución de los Programas de Desarrollo Municipal. Las personas 
responsables de este Programa están hoy aquí acompañándonos, junto al Subdirector de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, para dar las explicaciones que se estimen pertinentes. Asimismo, nos 
acompañan los responsables del Programa de Integración de Asentamientos Irregulares. Quiere decir que la 
mayor ejecución de esos programas es lo que ha determinado un mayor aumento en materia de inversiones. 


Creo que en definitiva, y de entenderlo pertinente, podríamos analizar lo que ha ocurrido con relación a las 
metas que nos habíamos fijado, no solo con relación al Inciso sino en cuanto a las Unidades Ejecutoras que lo 
integran. Sin perjuicio de analizarlo como la Comisión lo entienda conveniente, podemos decir que ha habido 
un cumplimiento de esas metas; algunas de ellas se han rediseñado y están en vías de cumplimiento, 
ajustándose a efectos de llegar a lo que se fijó oportunamente. 


En términos generales, es lo que puedo adelantar. Naturalmente, así como nosotros, las demás unidades 
ejecutoras que están aquí y que dependen de Presidencia de la República están a disposición de los señores 
legisladores para evacuar todas las consultas que se estimen pertinentes, sin perjuicio de que si hubiera que 
hacer una aclaración posterior por no figurar en la documentación aportada, estaríamos dispuestos a hacerla 
llegar por escrito a última hora del día de hoy o mañana por la mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos sus palabras y abrimos la lista de oradores. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Nosotros tenemos particular interés, más que por el Inciso, por tres cosas 
que están vinculadas a la Presidencia de la República. Una de ellas es el Programa de Integración de 
Asentamientos Irregulares, que para nosotros ha tenido especial importancia, pero seguimos viendo 
que tiene dificultades en su desarrollo. Nos informaba días pasados el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que hay un informe del BID respecto del Programa, y 
nosotros quisiéramos conocer qué dice. 


A su vez, en el libro de los contratos del PNUD nosotros vimos un proyecto para apoyar al PIAI en la 
administración de recursos y en el fortalecimiento de las acciones del programa. Nos llama la atención que el 
Programa siga marchando mal y que tenga noventa y siete personas más apoyándolo, según dice esta 
información. Ahí tenemos un tema, porque -tozudamente- seguimos pensando que ese programa debería estar 
en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y no donde está ubicado 
actualmente. Nos manifestaba el Ministro Irureta que el BID no quería el cambio del Programa porque a esta 
altura un rediseño sería muy complicado. Nosotros queremos tener completa esa información del BID para 
saber por qué, en un programa tan importante, no se puede hacer un rediseño para efectivizarlo mejor. 


También estábamos interesados en tener información sobre el Programa de Infancia, Adolescencia y Familia 
en Riesgo -algunos compañeros me manifestaban que ya salió en la página de la Presidencia de la República, 
pero yo todavía no pude verlo-, porque algunas organizaciones no gubernamentales que nos visitaron 
planteaban su preocupación por la demora en la creación de los nuevos centros CAIF. Todos percibimos, aun 
desde todos los organismos -el INAME, el INDA y lo que fuere— la imperiosa necesidad de cubrir en esta 
emergencia económica del país el apoyo familiar, porque la sociedad corre el riesgo de desintegrarse. Para 


cualquier país ese riesgo implica un mayor caos. Hace un año o más que el programa está por empezar a 
aplicarse. Sabemos que hoy salió algo en la página de la Presidencia de la República, pero quisiéramos tener 
más detalles. 


La tercera pregunta que formulamos tiene que ver con lo siguiente. Como nosotros tenemos información 
parcial, queremos saber si es la Oficina Nacional del Servicio Civil la que redistribuiría a los funcionarios del 
Banco Hipotecario que sean declarados excedentarios. Lo planteo en términos condicionales porque la 
información que tenemos es muy poca. Quiero saber en cuántos organismos hay funcionarios para 
redistribuir y cuál es el plan a aplicar. Nos preocupa el hecho de que funcionarios del Banco Hipotecario que 
tienen un nivel de remuneración bancario -digamos así- pasen al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, porque en ese caso, desempeñando funciones similares, estarían percibiendo 
remuneraciones absolutamente distintas, porque las remuneraciones de esta cartera son bastante bajas. A 
nivel de prensa se han mencionado cifras bastante elevadas de funcionarios a redistribuir desde el Banco 
Hipotecario, pero no tenemos ninguna información oficial. 


SEÑORA REY.- Respecto de las preguntas que se formularon, no sé si el documento al que hace 
referencia la señora Diputada será el ayuda memoria que se confeccionó en oportunidad de realizarse 
la misión de administración. Si es ese el documento al que se refiere, lo haremos llegar. Tengo aquí 
precisamente una fotocopia, que no tengo inconveniente en dejar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Nosotros tuvimos conocimiento, a través de la comparecencia del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de que una misión del BID había 
evaluado la marcha del PIAL Se habría discutido con ellos -eso nos manifestó el señor Ministro- la 
posibilidad de que se trasladara el programa a esa Cartera, pero existía la dificultad de rever un 
programa o de rehacerlo a la altura de la ejecución en que se encuentra. 


Entonces, nosotros también quisiéramos tener esa documentación que mencionó el señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; no sé si es el mismo documento a que refiere la 
doctora u otro. Nosotros obtuvimos la información de que existía esa documentación a través de la 
comparecencia del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a esta Comisión. 


SEÑORA REY.- Habitualmente, el Banco Interamericano de Desarrollo realiza diferentes 
seguimientos a los proyectos, que se hacen de distintas maneras. 


El proyecto en el cual participó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se 
realizó en el mes de febrero en esa misión de administración a la que hice referencia, que se celebró aquí en 
Montevideo durante tres o cuatro días, y una de las actividades que se desarrolló fue una visita al Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Concretamente, el motivo de esa visita -lo que se 
recogió en el documento- fue la elaboración conjunta de un programa de estrategias de prevención. Ese fue, 
concretamente, el punto de discusión. Eso se recogió en el documento y se estableció un plazo para la 
realización de ese plan. Y recientemente, se ha otorgado una prórroga, que también estaría vencida, para 
entregar esa planificación. Esa fue la discusión del tema. 


En cuanto al documento, no hay ningún inconveniente en entregarlo a la Comisión. Fue suscrito por el Jefe 
de la Misión, por un representante del Banco Interamericano de Desarrollo y por la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, en esa oportunidad representada por la Directora del Departamento de Políticas de Inversión, 
y por quien les habla, en su calidad de Coordinadora General del Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares. 


Con respecto al rediseño, que fue el otro punto que manejó la señora Diputada Topolansky, quiero decir que 
no le corresponde a quien habla, porque recordemos que ese es un contrato de préstamo celebrado entre el 
Gobierno Nacional y el Banco Interamericano de Desarrollo. Ello significaría para el Banco un cambio de 
contrato, y eso hay que hacerlo a través de los carriles correspondientes. Por supuesto, no es un tema que se 
dilucide en nuestro país, sino que debe ser tratado en la representación con sede en Washington. 


Otro tema a que hizo referencia la señora Diputada Topolansky tiene relación con cuántas personas trabajan 
en el PIAI. La cantidad de personas que allí trabajamos es de 19; no se ha alterado la plantilla. 


Probablemente, a lo que hace referencia la señora Diputada es a los equipos técnicos multidisciplinarios; 
entonces, ya no se referiría a tales como personas jurídicas, sino a las personas físicas que integran y trabajan 
en esos equipos técnicos multidisciplinarios. 


Lógicamente, el hecho de que hoy existan más equipos técnicos trabajando obedece a la cantidad de 
asentamientos que hoy están integrados al Programa en distintas etapas de regularización, lo que amerita el 
trabajo de muchísimos técnicos de muy variadas disciplinas y en diferentes departamentos. Recordamos que 
son quince las Intendencias que han suscrito el convenio de participación y, por lo tanto, se está trabajando en 
distintos puntos del país. 


Actualmente, existen 6 obras en ejecución; 10 procesos de licitación de obras de infraestructura; 2 proyectos 
ejecutivos aprobados y próximos a licitar; 11 proyectos ejecutivos en elaboración, y 8 proyectos ejecutivos en 
procesos licitatorios. En total, son 76 cartas consulta que hay hoy en el PIAI, de las cuales 67 ya han sido 
aprobadas, y se está atendiendo en las 76, que comprenden a aproximadamente diez mil cincuenta hogares. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Con relación al Programa en su conjunto, ¿a qué altura de la ejecución del 
Programa nos encontramos? Es decir, ¿con esa cifra de 76 se llega a la ejecución total del programa o a 
qué altura estaríamos? 


SEÑORA REY.- Como enuncié anteriormente, podríamos decir que estamos en todas las fases de 
ejecución de proyectos. Hay 9 asentamientos prontos en la parte de obra de infraestructura. En algún 
caso, están en trabajo de posobra, es decir, en trabajo social; en otros, el trabajo social estaría 
finalizado, y solo restaría otorgar el título de propiedad de esos lotes regularizados. Al respecto, existe 
un proyecto de ley que está en el Parlamento, en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente, que fue enviado por el Poder Ejecutivo en noviembre del año pasado. En el mes de mayo de 
este año estuvimos en dos oportunidades en dicha Comisión presentando ese proyecto y analizándolo 
artículo por artículo. Esa es una etapa, que tendría que ver con los asentamientos cuya propiedad se 
estaría en condiciones de otorgar; las demás están en ejecución, para lo cual se ha hecho un llamado a 
licitación pública. Como hice referencia, algunos se encuentran en el proceso de llamado -bien puede 
estar para ser adjudicado o para resolución o intervención del Tribunal de Cuentas-; en otros casos, los 
proyectos recién se están formulando por equipos técnicos multidisciplinarios que se contratan a través 
de un llamado público que se hace, y, en otros, se están por comenzar esos proyectos. 


Estamos en todas las etapas. Con eso no se habría gastado el 100% de los recursos, pero si se hiciera una 
proyección a futuro prácticamente estaríamos llegando a lo que sería la disponibilidad de recursos, pensando 
en 76 prontos, en alrededor de diez mil cincuenta o diez mil cien hogares -no recuerdo la cifra exacta- y en 
proyectos terminados, lo que quiere decir que en algunos casos hay que llevar adelante todas las etapas que 
restan. 


SEÑOR LAGO.- Con relación a la inquietud presentada por la señora Diputada Topolansky en cuanto 
al Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo, tal vez sería bueno aclarar que la 
forma en que la denominamos es Infamilia, porque es la contracción de los términos "infancia" y 
"familia"; inclusive, algunos voluntarios hasta nos entregaron una especie de logo que creo que se 
ajusta a ese criterio de asistencia a la infancia y la familia. Creo que sería bueno explicar previamente 
que la idea de este programa empezó a transitar en mayo de 2000. En ese momento se solicitó por 
primera vez, esquemáticamente, la asistencia del Banco Interamericano de Desarrollo, porque se 
entendió que era necesario reforzar con vigor algunos de los aspectos de atención en materia de 
políticas sociales, sin perjuicio del importante aporte que se realiza por parte del Estado, que es del 
orden del 75% del gasto público. Por cierto, habría que desagregar lo que corresponde al Banco de 
Previsión Social aunque, naturalmente, también hay acciones por parte de este Banco, como las que 
manejamos en este proyecto. Posteriormente, se empezó a elaborar el diseño del programa. Ello llevó, 
prácticamente, dos años y medio de trabajo particularmente intenso durante los cuales se realizaron 
talleres participativos. Creo que en esto hay que poner especial énfasis, debido a la actividad que 
desarrollaron tanto instituciones públicas como privadas, la sociedad civil, a través de organizaciones 
no gubernamentales y el Estado, a través de todos aquellos organismos que de una forma u otra tienen 
competencia en la materia. Además, se realizaron experiencias piloto, que podríamos relatar, pero lo 
que importa es marcar en términos generales todo el esfuerzo que hubo que hacer para llegar a un 


diseño que, inclusive, era desconocido para el Banco Interamericano de Desarrollo. Digo esto porque 
los programas del BID, en general, cuando se identifican como programas sociales están referidos a 
aspectos que, naturalmente, tienen una importante conexión social pero, sobre todo, son de 
infraestructura. Por ejemplo, se habla de agua potable, de la construcción de hospitales o centros de 
salud; este programa estaba referido, fundamentalmente, a preservar la cohesión social, a intervenir 
directamente en aquellos sectores que necesitaban, de cualquier manera, una asistencia para no caerse 
de determinados niveles. Este programa, en realidad, tuvo un diseño particularmente difícil porque, si 
bien se radicó en la Secretaría de la Presidencia, participaron una cantidad importante de coejecutores 
como, por ejemplo, la ANEP, a través del Consejo de Educación Primaria, el Instituto Nacional del 
Menor, los centro CAIF y el INJU; es decir que coparticiparon una cantidad de organismos. Se 
tuvieron en cuenta todas estas experiencias y se realizaron esfuerzos para llegar a determinar un 
diseño que fuera, en definitiva, participativo, al punto de que los propios beneficiarios pudieran 
también expresar sus opiniones. 


En este sentido -quiero ser especialmente cuidadoso porque no quiero que se interpreten mal mis palabras-, 
deseo poner de manifiesto que mantuvimos un diálogo con la Comisión Especial con Fines Legislativos 
sobre las Situaciones de Pobreza de la Cámara de Diputados, de la cual recibimos un apoyo muy importante. 
Tanto es así que en uno de esos episodios en que estábamos en las etapas de diseño y había llegado una de las 
gerentes ejecutivas del BID, la señora Alicia Ricci, los señores Diputados integrantes de dicha Comisión 
quisieron concurrir y expresar cómo participaron en más de un taller para el diseño del programa y apuraron 
todos esos trámites que, naturalmente, el BID debe llevar a cabo, debido a las muchas etapas por las que debe 
pasar su sistema burocrático. 


Posteriormente, el 21 de diciembre de 2002 se firmó el contrato con el Banco Interamericano de Desarrollo. 
Eso implicaba, por lo menos, seis meses de trabajo -de acuerdo con la opinión de los técnicos del BID- a fin 
de cumplir con todas las etapas previas y con todos los diseños que, en función de lo que establecía el 
programa, había que hacer durante todo ese período. En ese momento, se empezaron a elaborar los 
programas operativos anuales de cada uno de los componentes del programa. La gente que trabajó en este 
programa hizo un esfuerzo particularmente destacable, no midieron horarios ni feriados, y permitieron, tal 
vez, llegar al objetivo antes de lo que en determinado momento pensaron las autoridades del Banco 
Interamericano de Desarrollo. Entiendo que, muchas veces, para los técnicos que analizan estas cosas desde 
el lado del Banco, el tiempo no es lo que más les preocupa. Con esto no estoy lanzando ninguna crítica, 
simplemente me estoy refiriendo a la forma operativa, en la que el cuidado y la particularidad de cada uno de 
los aspectos que analiza el Banco lleva a que el proceso sea realmente lento. Para nosotros el tiempo era 
fundamental, no por un afán de ejecutar el programa durante este período de Gobierno -quiero ser claro en 
ese sentido-, sino porque entendíamos que era absolutamente necesario llegar cuanto antes a quienes estaban 
en realidad necesitando este tipo de asistencia. 


Por suerte, después de varios días, aparecieron los llamados para las organizaciones sociales para uno de los 
componentes: la ampliación de los centros CAIF. Actualmente se atienden dieciocho mil niños en estos 
centros y el objetivo es pasar a cuarenta mil niños, reforzando muy especialmente los criterios de evaluación. 
Se pretende hacer un seguimiento de cómo están operando, porque en más de una oportunidad las 
organizaciones de este tipo actúan con mucha eficiencia pero en otras no tanto, y nosotros tenemos la 
obligación de ser particularmente cuidadosos con eso. 


Lo que estaba diciendo es que, si bien apareció hoy por primera vez este llamado a registro -naturalmente, 
hay que tener en cuenta los días del registro, las adjudicaciones a todas las organizaciones sociales que 
eventualmente se presenten y los cien lugares elegidos, junto con toda la gente que participó en el diseño del 
programa, como primer lugar de atención-, puede también tener también una ventaja. Esto demuestra que en 
este aspecto y en este programa se ha seguido, fundamentalmente, una política de Estado por todos los que 
participaron en el diseño y porque, además, la ejecución va a realizarse en dos períodos de Gobierno. En este 
Período vamos a ejecutar un año y pocos meses y se terminará en 2007. De esta manera, creo que tendremos 
oportunidad de verificar la eficacia de las acciones que se van a desarrollar y de obtener, eventualmente, los 
recursos cuando se entienda que hay que prolongar alguno de los componentes. También será posible -en 
función del manejo de la situación económica-, a través de esta puerta de entrada en todo este proceso, 
encontrar la de salida para que, realmente, esa gente se vuelva a integrar a plenitud a la actividad social que 
deben desarrollar. 


En todo este período -vuelvo a repetir- pudimos ir "levantando las previas", como dicen en el lenguaje del 
Banco Interamericano de Desarrollo; se fueron levantando una a una y, finalmente, hace pocos días, 
recibimos una nota oficial del BID en la cual se decía que el programa estaba en condiciones de legilibilidad, 
es decir, en condiciones de empezar a liberar fondos, lo que implica una inversión muy importante. Este fue 
el primer paso; quiere decir que hoy estamos prácticamente operativos en dos de los aspectos del programa, 
que está compuesto de distintos ftemes. Estos ítemes son: prevención y atención; desarrollo y participación 
comunitaria y familiar; fortalecimiento institucional y comunicación social. A su vez, el ítem de prevención y 
atención tiene distintos aspectos. Uno de ellos es el modelo integral para niños menores de cuatro años y sus 
familias -el del llamado, que van a llevar adelante el INAME y los centros CAIF- y el otro es de niños de 
cuatro a doce años y sus familias, para el cual se empezaron a hacer llamados puntuales, en este caso, para 
aspirantes a profesores de educación física para la atención de los niños en las escuelas los días libres. Allí se 
llevará a cabo una acción que se desarrollará a través de la UTN -que es la Unidad Técnica Nacional, que está 
dentro de la Secretaría de la Presidencia- y los coejecutores. En síntesis, en cuanto a la inquietud sobre la 
demora, a pesar de todos los esfuerzos, debido a la cantidad de exigencias que se presentaron, que son 
naturales -que además ocurren en un programa que era desconocido para todos los responsables del Banco 
Interamericano-, recién empiezan a ser "levantadas". Hoy empezaron a registrarse las ONG de la sociedad 
civil que quieren participar en los nuevos centros CAIF. En los próximos días se seguirá actuando con el 
Ministerio de Salud Pública en los demás aspectos que están referidos al embarazo precoz, a los niños en la 
calle, etcétera, que deberemos ir "levantando", pero en pocas semanas estaremos en condiciones de tener 
operativo todo el programa. 


No sé si con estas informaciones damos tranquilidad a la señora Diputada Topolansky, pero quedamos a la 
orden para atender cualquier otra consulta. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Me sirven las explicaciones brindadas, pero quería dejar una constancia, 
por supuesto, partiendo de la buena fe que existe entre todos. 


Titulamos a un programa "en riesgo", esto es, la familia en riesgo, el niño en riesgo y comparto ese título, 
pero hay algo que me desespera y tiene que ver con la velocidad con la que se debería actuar en estas 
circunstancias. Capaz que el Banco Mundial está en la estratosfera -esa opinión corre por mi cuenta- pero me 
temo que esa dificultad haga que cuando los programas lleguen, la población objetivo ya haya crecido porque 
aumenta de una forma muy rápida. Eso también ha traído dificultades a algunos programas; es algo que he 
hablado con gente que está metida en los CAIF y tiene ese primer contacto con la gente. 


Quería dejar esta constancia porque es probable que la compartamos con el señor Secretario de la 
Presidencia. No tengo oportunidad de hablar con los integrantes del BID cuando vienen al país, pero estas 
son cosas que se deberían hacerles conocer de alguna forma: el riesgo va a una velocidad distinta a la de la 
elaboración de los programas. 


SEÑOR LAGO.- Sin perjuicio de compartir la inquietud y no sé si la ansiedad que a uno le embarga 
cuando está cerca de situaciones que hay que enfrentar, naturalmente los plazos y los requerimientos 
desde el punto de vista burocrático son difíciles de sortear. Sin embargo, quisiera traer tranquilidad de 
que en realidad no se perdió demasiado tiempo en el sentido de que se prepararon bases y llamados en 
forma absolutamente participativa y esto allana el camino posterior. Hubo tres talleres nacionales; 
participaron asociaciones civiles, delegados de las Intendencias y, por supuesto, los delegados del plan. 
Entonces, las metodologías que se conjugaron entre el Banco y el plan determinaron que no se perdiera 
tiempo. Además, a través de este mecanismo, se logró capacitar a técnicos y personas de las mismas 
asociaciones civiles. Esto quiere decir que tal vez empezamos un poco más tarde pero, en términos 
generales, hoy encontramos gente más capacitada, más adentrada en el concepto del programa. 


Quiero dejar en claro que cuando se diseña el programa, hay algo fundamental y es la participación de la 
familia. Eso no estaba claramente establecido ni siquiera en los mecanismos de los actuales CAIF; no digo 
que no lo tuvieran, pero no estaba previsto alcanzar la intensidad que se logra con este programa. 


Entonces, si bien también yo hubiera querido ver este programa funcionando mucho antes -por razones 
lógicas, uno lo vio nacer, lo fue siguiendo, vio el esfuerzo de la gente que trabajó-, hay que tener presente que 


los tiempos son los tiempos, pero ganamos porque cuando se comience a actuar la gente estará más 
capacitada en cuanto al concepto y a la forma como tiene que aplicarlo. 


SEÑOR SANTOS MARICHAL.- Sobre la redistribución de los funcionarios del Banco Hipotecario del 
Uruguay y el procedimiento a seguir, diré lo siguiente. 


El procedimiento es el normal, es decir, que se dicta un acto administrativo en el organismo donde el personal 
se declara excedentario y este pasa a integrar una nómina de funcionarios a redistribuir en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


Más allá de las informaciones de prensa, solo tenemos 120 funcionarios del Banco Hipotecario; algunos 
tuvieron que volver a esa institución a hacer una corrección en los formularios. Históricamente, hemos 
llegado al número más bajo de funcionarios en condiciones de ser redistribuidos, que ronda los 236. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Recojo informaciones de prensa porque no tengo otra fuente. Allí se 
hablaba de que algunos de esos funcionarios estaban destinados al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. De ahí surgió la preocupación sobre la diferencia salarial 
que se iba a presentar entre unos y otros funcionarios; inclusive, esto lo estuvimos conversando con el 
señor Ministro de Vivienda quien comparte esa preocupación. Para un jerarca es muy difícil tener 
funcionarios que cumplen iguales funciones con remuneraciones tan distintas. Entonces, quería saber 
si ya había algo pensado en cuanto al Ministerio de Vivienda. ¿Cómo se puede subsanar eso? ¿Ese 
tema ya estaba planteado? 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- El problema que plantea la señora Diputada Topolansky es real. 


Cuando hay una redistribución de funcionarios, especialmente de Entes Autónomos a la Administración 
Central, se plantea uno de los desafíos más importantes que tenemos en todo el mecanismo de redistribución. 


Aun habiendo alcanzado el mínimo histórico de lo que se puede llamar "la bolsa de funcionarios a 
redistribuir”, con un mínimo histórico de 130 funcionarios, cuando se redistribuyeron funcionarios de ANSE, 
del INA, esa dificultad a la que se hace mención surgió en toda la Administración Central. Muchas veces, 
venían personas con salarios muy superiores en categorías funcionales, inclusive, inferiores a la de otros 
funcionarios de la Administración Central, lo que iba generando dificultad en la interrelación. Este es un 
problema real, existe, y, en particular, en lo que tiene que ver con el Banco Hipotecario -según lo que pude 
hablar en estos días con las autoridades del Banco, pero también con las del Ministerio de Vivienda-, no hay 
una definición completa sobre cuál será el destino de esos funcionarios. Sí está claro cuáles son las oficinas 
que han manifestado voluntad de tomar funcionarios del Banco Hipotecario, esto es, el Ministerio de 
Vivienda, la Dirección General Impositiva y alguna otra oficina del Ministerio de Economía y Finanzas. Creo 
que no hay ninguna otra entidad del Estado que haya manifestado tal interés. 


SEÑOR SANTOS MARICHAL.- Oficialmente teníamos que los funcionarios del Banco Hipotecario 
son 120. Naturalmente, el doctor Costa tiene más conocimiento por los contactos a través de los 
jerarcas. Dije que 236 son los funcionarios que tenemos declarados excedentarios en forma oficial; de 
los demás no tengo conocimiento. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero hacer algunas preguntas referidas a los cuadros y a los tomos que nos 
remitiera el equipo económico en su momento. De allí surge que el presupuesto efectivamente 
ejecutado por la Presidencia de la República fue de US$ 33:500.000, lo que constituye el 1,02% del 
Presupuesto Nacional y es el 0,27% del Producto Bruto Interno. Ello indica que el gasto de la 
Presidencia es mayor que el del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Turismo, el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral y el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo. Son datos objetivos; no estoy diciendo que sean muchos o pocos los 
recursos asignados a la Presidencia de la República. Sí se desprende, sin ningún tipo de dudas, que en 
el caso de determinados Ministerios como los de Trabajo y Seguridad Social, Turismo e Industria, 
Energía y Minería, la partida que se les asigna presupuestalmente es en absoluto suficiente, por lo que 
en algún momento habrá que hacer una reorganización de los recursos asignados. 


En el Tomo I, "Resúmenes", página 34, aparece que la Presidencia contó con modificaciones de ejercicio por 
$ 27:828.000 en el rubro "Gastos de funcionamiento", lo que representa un aumento de su presupuesto de 
determinado porcentaje. Este incremento de su presupuesto se dio a través de Rentas Generales, como los de 
fondos de libre disponibilidad. Por otra parte, estas modificaciones de ejercicio fueron mayores que las que 
obtuvo la mayoría de los Incisos del Presupuesto Nacional. 


Concretamente sobre el cuadro de la página 34 del Tomo I, "Resúmenes", quiero saber por qué existieron 
estas modificaciones de ejercicio que incrementaron las asignaciones definitivas, qué actividades se 
financiaron a través de esta expansión de la asignación presupuestal, y si hubo algún imprevisto para 
justificar esta modificación de ejercicio. 


En el cuadro 39, que figura en la página 66 -de alguna manera el doctor Lago lo explicó-, aparece que la 
Presidencia de la República fue el único Inciso del Poder Ejecutivo cuyos gastos de inversión fueron 
superiores a los del año anterior, o sea, del 2001. Este incremento en pesos constantes fue de 22,21%. El 
señor Secretario decía que estaba el tema de la URSEC a raíz de los traspasos que realizara en su oportunidad 
el Ministerio de Defensa Nacional. No sé si esa es la única explicación o hay algún complemento. 


En cuanto al informe que nos hacen llegar del PRIS -páginas 23, 25 y 29-, Programa MESYFOD, en el 
cuadro se presenta una comparación entre las metas originales y lo que se denomina matriz actual, es decir, 
los datos reales. Como se observa, hay un alejamiento de las metas para varios de los ftemes presentados. 
Ello particularmente se da en los últimos años. Para dar un ejemplo, en el ítem 1.1, "Alumnos del Ciclo 
Básico de secundaria con horario extendido", se observa que se preveía para 1999 que el 70% de los alumnos 
estuvieran en el marco del horario extendido, pero tan solo lo estuvo el 63%. En el año 2000, esta cifra debió 
ser del 85% y fue del 67% y en el 2001 fue de 71,8%, lejos aun de lo previsto para el año 2000. 


En particular cabe mencionar el ítem 1.12, "Aulas construidas". Se preveía que debían haber sido 322 en 
1999 y fueron tan solo 67 en ese año. Además, la suma de las aulas que debían ser construidas era de 439 y lo 
fueron 363. 


Por último, en el ítem 2.2, "Número de docentes en servicios capacitados", encontramos que debieron 
capacitarse 2.400 y solo lo hicieron 2.297. 


Quisiera una evaluación sobre este programa MESYFOD y sus incumplimientos, que alguna motivación 
deben tener. 


En la página 106 del informe que nos hiciera llegar la Oficina de Planeamiento y Presupuesto sobre el PRIS, 
dice el informe del Banco Interamericano de Desarrollo: "el PIAI se encontraba a partir del año 2002 en 
condiciones de dar cumplimiento a las metas de ejecución proyectadas para el Programa, en un plazo 
razonable, si se hubiera mantenido la adecuada asignación presupuestaria.- Sin embargo, las medidas 
adoptadas por el Gobierno en cumplimiento del programa fiscal, han determinado reducciones en los créditos 
presupuestales de inversión, que imposibilitó la realización de la inversión proyectada para el año 2002 y 
afectará la del presente ejercicio y eventualmente la de los años siguientes". 


Acá está la explicación pero yo pregunto qué sucedió con esos fondos. ¿Fueron desviados para otras 
necesidades? Cuando estuvo el señor Ministro de Economía y Finanzas recordábamos el tema de la 
aspiradora. ¿Fue a la aspiradora o estarán disponibles a la brevedad para que sean utilizados como 
corresponde por el programa mencionado? Eso en cuanto a los números y los datos que nos remite el equipo 
económico. 


Ahora bien, este Parlamento, a través del Presupuesto quinquenal, Ley_N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, 
aprobó el artículo 69, que es importante, sobre todo, para los funcionarios de la Presidencia de la República. 
Dice: "El Poder Ejecutivo previa asignación legal correspondiente, propondrá al Poder Legislativo la tabla de 
sueldos de los funcionarios del Inciso 02 'Presidencia de la República"", etcétera, etcétera. 


Recuerdo perfectamente bien que este tema fue discutido con el señor Secretario y se encontró esta salida. 
Algunos legisladores entendíamos que era posible instrumentar la tabla de sueldos y se dio el tiempo 
suficiente para que se confeccionara. Sin embargo, estamos en el 2003, es la última Rendición de Cuentas en 
la que pueden existir modificaciones presupuestales y esta tabla de sueldos de los funcionarios del Inciso 02 
no ha llegado al Poder Legislativo. Concretamente, pregunto qué perspectiva existe por parte de la 


Presidencia de la República en cuanto al cumplimiento del artículo 69, que es bien claro y -reitero- dice que 
el Poder Ejecutivo, previa asignación legal correspondiente, propondrá al Poder Legislativo la tabla de 
sueldos. 


La Asociación de Funcionarios del Inciso Presidencia de la República me ha hecho llegar una serie de 
documentos en los que aparecen los distintos escalafones -es bueno conocer esta información porque, a 
veces, uno tiene una idea distinta de ello- y de allí surge que el 52% de los funcionarios de la Presidencia de 
la República tiene un sueldo nominal, ajustado a valores de 2002, de $ 5.074; el 27% de los funcionarios 
percibe $ 7.563 y el 21%, $ 10.284. En el material figuran un par de gráficos que son interesantes en cuanto a 
los distintos escalafones. En estos cuadros se establece una comparación entre las asignaciones que se abonan 
en los contratos recientemente efectuados con el PIAF, por el Programa "Infamilia", y lo que ganan los 
funcionarios de la Presidencia de la República. Por otra parte, no tengo claro si estos funcionarios perciben 
cuota mutual, a través de DISSE u otros mecanismos. 


Con respecto al artículo 80, Programa 0.1, Presidencia de la República, quisiera saber cuántos funcionarios 
perciben un complemento especial por realizar tareas específicas, sobre todo, en el séptimo piso o en otros. 
Se nos ha dicho que el 25% del personal de la Presidencia de la República recibe complementos del 50% de 
su sueldo por ese motivo lo que, de alguna manera, marca cierta falta de equidad en el tratamiento del 
funcionariado. 


Por otra parte, en el artículo 97, Programa 0.2, Oficina de Planeamiento y Presupuesto, según mi información 
también se abonaría determinado complemento a un número importante de funcionarios; me gustaría saber 
efectivamente cuántos son. 


Es cierto que estamos ante una Rendición de Cuentas en la que el Poder Ejecutivo y el Partido Colorado - 
aparentemente no el Partido Nacional- quieren un artículo único con gasto cero. Sin duda, si se aplica este 
criterio por parte del Poder Ejecutivo, no se puede mandar un segundo o tercer artículo comunicando la tabla 
de sueldos de los funcionarios de la Presidencia de la República. Pero hay otros mecanismos; entiendo que no 
necesariamente la remisión de la tabla de sueldos se debe hacer a través de una Rendición de Cuentas. De 
acuerdo a lo que dice el artículo 69, interpreto que la voluntad de los legisladores, tanto Diputados como 
Senadores, es que se dé conocimiento de la tabla de sueldos de los funcionarios: creo que la vía es lo de 
menos. Por eso me gustaría saber qué pasa sobre este particular. 


A su vez, quisiera que con tiempo -quizás ahora no se esté en condiciones de proporcionar esta información- 
se remita a esta Comisión el siguiente dato: a cuánto asciende la asignación de recursos de endeudamiento 
externo y de Rentas Generales destinada al financiamiento del Comité Ejecutivo para la Reforma del Estado, 
CEPRE. Este es un tema que hemos tratado en muchas oportunidades en la Comisión de Presupuestos y en 
otros ámbitos. 


Otro tema que nos preocupa hace muchos años tiene que ver con los famosos contratos de obra y servicios. 
Cuando el contador Davrieux estuvo en este ámbito, reconocí que hubo una disminución de los gastos de los 
contratos a través del PNUD desde el año 2001 al 2002 de US$ 21:000.000 a US$ 15:000.000. 
Lamentablemente, a pesar de los pedidos de informes que hago constantemente -cuando termine el estudio de 
la Rendición de Cuentas en la Cámara de Diputados volveré a hacerlos- no tenemos mucha información 
sobre el resto de los contratos de obra, fundamentalmente de los Ministerios. Hace pocos días el señor 
Secretario anunció en un medio de comunicación que, aparentemente, se habilitaría de una vez por todas esa 
información en la página de la Presidencia. También dijo que lo primero que se informaría tendría que ver 
con el Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo, o sea de Infamilia. Efectivamente, 
tengo un resumen de cerca de cincuenta páginas sobre el particular. 


Dado que en el seno de la Presidencia de la República se constituyó una Comisión para habilitar o no los 
contratos de obra -inclusive, recibí información en marzo o abril e hice un pedido de informes que no fue 
contestado, acerca de un contrato muy importante a nivel del Banco Central y que pasaba a la Comisión de 
contratos- me gustaría saber si es posible que se nos remita un listado de las distintas resoluciones adoptadas 
por esa Comisión. Si no estoy mal informado, está constituida por un delegado del Ministerio de Economía y 
Finanzas, uno de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro de la Presidencia de la República. Tiene 
que llegar el momento en que tengamos acceso a este tema, no solo los legisladores, sino toda la ciudadanía, 
lo que hasta ahora no hemos logrado; tenemos muchas dificultades al respecto. 


Por último, la señora Diputada Topolansky preguntó sobre el programa Infamilia. A veces las informaciones 
de prensa son importantes; precisamente, el viernes leí lo manifestado al respecto por el señor Secretario - 
estaba ubicado en la página de la Presidencia-; lo leí una sola vez y lo marqué. Me parece un Programa muy 
importante, que tiene un costo de US$ 44:500.000, con préstamos del BID por US$ 40:000.000 y con una 
contrapartida local de US$ 4:500.000, más allá de los costos. Estoy viendo en esta información que los costos 
financieros representan un 14.8%, más un 1.4% por la evaluación -supongo que también será una acto 
administrativo-, más un 3.5% por escalamiento imprevisto -que también es algo similar-; entonces, estamos 
en una cifra de más del 19% por concepto de costos para este préstamo, más allá del interés o la expectativa 
que despierta. 


Pero al llegar a esta página -y en oportunidad de recibir a la Asociación de Funcionarios del Inciso de la 
Presidencia de la República- comprobamos que en la comparación de los sueldos que perciben con las 
asignaciones para estas veintiséis personas - casi todos técnicos-, figura un costo mensual de $ 521.300. Es 
un costo muy importante. Nosotros hemos insistido con mucha firmeza y respeto sobre el particular; creemos 
que es posible que entre los funcionarios del Estado -ya sea de la Administración Central, de Entes 
Autónomos, de Servicios Descentralizados, o de los bancos- haya técnicos capacitados como para desarrollar 
determinado programa y disminuir sensiblemente ese costo mensual de $ 521.300, que creo que no va a parar 
acá, porque sin duda va a haber otras contrataciones. 


Entonces, más allá del interés que tenemos por este Programa "Infamilia", queremos saber si en algún 
momento se consideró que los propios funcionarios públicos pudieran realizar esa tarea. Inclusive, el otro día, 
el agente de la Presidencia de la República me decía que muchos funcionarios estarían capacitados para ello, 
quizás pagándoles un viático o una compensación especial, lo que disminuiría sensiblemente los costos. Nos 
gustaría saber si se manejó esa posibilidad; no hablo específicamente de la Presidencia de la República sino 
de contratar a funcionarios públicos a través de determinado mecanismo. También quisiera conocer cómo se 
hizo el ingreso o la selección de esos veintiséis técnicos; si hubo concurso u otro elemento que haya 
habilitado la posibilidad, a todos los ciudadanos sin excepción, de acceder a este tipo de contratos. 


También es cierto que a lo único que nosotros accedemos con facilidad -lo demás es un oscurantismo total- es 
a los contratos de obras y servicios del PNUD, y que una y otra vez se repiten determinados nombres, con 
salarios o asignaciones sumamente importantes que a veces violentan nuestra conciencia. 


Si tendremos razón, que públicamente hubo una especie de polémica entre lo que piensan la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y el señor Ministro de Salud Pública, doctor Conrado Bonilla, sobre un 
Programa, el PROMOS. En ese sentido, el señor Ministro Bonilla fue muy claro, tanto en la prensa como en 
el seno de esta Comisión, al solicitar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que ese Programa fuera 
realizado por los propios funcionarios de Salud Pública, porque a veces, por imposición de organismos -en 
este caso la Oficina de Planeamiento y Presupuesto-, se cometen barbaridades. Esto no lo digo yo, sino que 
figura en la versión taquigráfica: hubo una especie de exigencia de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
para que el Ministerio de Salud Pública fuera el que aportara la contrapartida, y eso significó que Salud 
Pública quitara recursos destinados a tres hospitales que, como todos los del país, sufren tremendas carencias: 
el Hospital Maciel, el Hospital Pasteur y el Hospital Pereira Rossell. Eso es una barbaridad. 


Si esas son las consecuencias de los programas y de los contratos de obra, nosotros reafirmamos nuestra 
posición en el sentido de que hay que hacer una revisación total de los contratos de obra y servicios, y que el 
primer paso que debe darse es la transparencia. Y esta Casa, este Poder Legislativo no ha logrado el 
conocimiento que debería tener. 


SEÑOR LAGO.- Como hay varias preguntas, algunas serán respondidas por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, y otras directamente por nosotros. 


SEÑOR BRASCA.- De la exposición del señor Diputado he podido ir tomando algunos apuntes sobre 
ciertos temas. Voy a intentar responder en la medida de lo que recuerdo y de la información que tengo 
a disposición. Aquello que no respondamos en esta instancia, se lo haremos llegar a la brevedad. 


De las cosas que recuerdo fueron mencionadas y que incumben de algún modo a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto o a alguna de sus oficinas, está la cita de un informe del PRIS en las páginas 23, 25 y 29. Al 
respecto, cabe decir que según se me informa, estas páginas recogen datos de metas y de logros del Programa 


MESYFOD, a cargo del CODICEN y respecto del cual, básicamente, lo que hace la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, es recabar la información y publicarla. 


O sea que en términos sustanciales, al menos hasta el momento no tengo información como para poder 
aclarar la consulta del señor Diputado. Con todos los errores que puede tener mirar la información por 
primera vez -me remito a la página 23-, puedo decir que en la columna referida a metas se establecen las que 
van desde 1996 a 2000, y en la matriz actual -en la columna que está a la derecha- se van mostrando 
ejecuciones desde 1996 hasta 2001. Intentando inferir alguna respuesta para ir avanzando en el tema, se me 
ocurre que aquí pudo haber habido algún tipo de reprogramación del programa de ejecución de obra pero, en 
todo caso, eso lo averiguaremos con el CODICEN en su momento, y lo aclararemos a la Comisión. Lo más 
particular surge de lo que tiene ejecución en 2001, cuando para ese año no había metas definidas. Eso es todo 
lo que podría decir al señor Diputado respecto a ese punto. 


En cuanto a la parte de contratos, nosotros remitimos a esta Casa -como lo recogió al final de su exposición 
el señor Diputado- un libro con los contratos que son efectivizados en la órbita del PNUD. Según tengo 
entendido, hace pocos días se envió el tomo del año 2002; al menos, el expediente pasó por mis manos. 


Luego, el señor Diputado hizo referencia a algunos temas vinculados al área del Comité Ejecutivo para la 
Reforma del Estado, tanto en cuanto a su presupuesto como a sus contratos. En ese sentido, solicito al señor 
Presidente se conceda la palabra al señor Secretario Ejecutivo del CEPRE, economista Tansini. 


SEÑOR TANSINI.- Con respecto a la información solicitada, en la página correspondiente del CEPRE 
-Obviamente que estamos dispuestos a hacerla llegar- están publicados los contratos de préstamo 
realizados con el Banco Interamericano de Desarrollo, así como las ejecuciones que se hacen con 
informes semestrales y con la intervención del Tribunal de Cuentas, que tiene la responsabilidad de 
auditarlos. Este Tribunal también se expide sobre las auditorías que realiza. 


Por supuesto, que hay total disposición para hacer llegar hoy mismo la información correspondiente 
actualizada al 31 de julio, con respecto a la ejecución. Creo que sería de interés no solo la ejecución 
presupuestal sino también la de las actividades que estaban previstas allí. 


La información relativa a los contratos, por supuesto que también se puede entregar. Aquí tengo un listado de 
los contratos de 2002 y, para facilitar el análisis, se manejan categorías asimilables dentro de la estructura de 
la Administración Central, es decir, aquellos que son profesionales están agrupados con criterio del Escalafón 
A) y quienes no tienen un título universitario pero cuentan con otros niveles de especialización también están 
agrupados, pero aparte. Se establece a qué proyecto está asignado cada uno de ellos y el costo nominal, sin 
reducirles el IRP correspondiente, que luego se lo descuenta allí. Así que esta información perfectamente se 
puede poner a disposición cuando lo estimen conveniente. 


SEÑOR BRASCA.- Seguramente, alguna parte de las interrogantes quedó sin responder. Si no hay 
problema, en cuanto tengan algunas de las transcripciones, las tomo, las reviso y puedo hacer llegar las 
respuestas, salvo que el señor Diputado quiera refrescarme la memoria. 


SEÑOR IBARRA.- Con referencia al CEPRE, acepto el ofrecimiento del economista Ruben Tansini. 
No sé, por ejemplo, hasta cuándo dura ese proyecto, qué vigencia tiene. 


En cuanto a los contratos de obra, dije con bastante claridad que lo único que recibimos nosotros fue el libro 
de los contratos del PNUD. Eso lo tenemos y llegó a nuestro poder desde el primer momento en que nuestra 
Secretaría repartió los tomos. No hemos hecho todavía un examen profundo. Inclusive decía que había 
habido una disminución, de US$ 21:000.000 a US$ 15:000.000, en el año 2002. Así que lo que estoy 
planteando son los otros contratos, fuera del PNUD. 


SEÑOR LAGO.- Con relación a las dos preguntas formuladas por el señor Diputado Ibarra, quiero 
hacer referencia en primer lugar a la escala de sueldos que originariamente, en la etapa presupuestal, 
propuso concretamente la Presidencia de la República. En esa oportunidad no se llegó a establecerla 
directamente y, por nuestra iniciativa, en esta misma Comisión, consideramos la posibilidad de 
redactar el artículo 68, o 69, posteriormente, cuando se abordaran aspectos presupuestales. Lo que 


ocurre es que esto implica gasto. Personalmente, estuve trabajando con la gente de la Contaduría de la 
Presidencia, con la propia contadora de la Presidencia, analizando las posibilidades que existían de 
modificar la escala de sueldos, porque entendíamos que valía la pena buscar algún mecanismo que 
atendiera la situación presupuestal en este sentido. De cualquier manera, los ejercicios que hicimos, los 
distintos escenarios que nos formulamos implicaban siempre un costo significativo. En todo caso, en 
ningún momento estábamos por debajo de cifras que tenían significación. 


Además, como el proceso que se siguió en esta Rendición de Cuentas apuntó a no incrementar el gasto, 
naturalmente quedamos al margen de esa posibilidad. Repito: como implica gasto y es un tema presupuestal, 
reconozcamos que esta era la ocasión, eventualmente, para haber procedido a esa modificación, en función de 
que no se había hecho en oportunidades anteriores. Pero las circunstancias llevaron a que no fuera posible, en 
esta oportunidad, incrementar el costo salarial de los funcionarios de la Presidencia. 


Debo decir que, efectivamente, el artículo 80 -como se le denomina normalmente- es una partida especial 
para el 25% de los funcionarios, lo que está determinado expresamente por la ley. O sea que no es una 
asignación caprichosa o discrecional; está determinado expresamente en la ley que es solo el 25%. Es lo que 
se llama "estar a la orden", tal como sucede en distintas reparticiones de la Presidencia que, por cierto, no se 
dan exclusivamente en el piso 7” sino en varios pisos de la Presidencia. Por las funciones que desempeñan, 
tienen que estar a la orden y es ahí donde se adjudica, para el 25%, ese artículo 80. 


Con relación a otros beneficios salariales a los que hacía mención el señor Diputado Ibarra, debo decir que no 
existe una partida que atienda el tema del seguro médico. Pero existe, desde este período, una partida fija de 
alimentación de $ 1.800 que se adjudica a todos los funcionarios de la Presidencia, obviamente excluyendo 
los cargos políticos o de particular confianza. Para todos los demás funcionarios se ha transformado un viejo 
tique de alimentación en una partida de alimentación que ha llegado a $ 1.800. 


Eso en cuanto a la situación salarial. Son correctas, naturalmente, las apreciaciones en lo que respecta a los 
niveles salariales. En alguna oportunidad tuvimos que hacer una aclaración periodística, un par de años atrás, 
en función de que en Presidencia aparecía un porcentaje mayor al que hacía referencia el señor Diputado 
Ibarra, pero las circunstancias han llevado a que quedara en esa situación. 


Con relación a los contratos, antes de analizarse el tema en general, me gustaría hacer alguna referencia 
concreta a los contratos en el programa Infamilia. Naturalmente, los montos que perciben quienes trabajan en 
este Programa son superiores a los de la mayoría de los funcionarios de Presidencia. |17:12:49] No obstante, 
quiero hacer algunas aclaraciones. En primer lugar, no se trata de contratos de obra; son contratos de servicio 
que se han hecho por seis meses. Admito que pueda haber inquietud en conocer cuál es la situación de los 
contratos que puedan existir a nivel del Poder Ejecutivo, de la Administración, pero concretamente en 
Presidencia, siempre hemos hecho un gran esfuerzo y hemos mantenido gran claridad y transparencia, 
marcando todos los contratos que se han realizado en ese aspecto. Con relación al Programa debo decir que 
en ningún momento ellos fueron designados directamente por la Presidencia de la República, sino que se 
empleó un procedimiento, de acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo. A raíz de todos los talleres 
y seminarios que se fueron haciendo con la participación activa de la sociedad civil y de los coejecutores, se 
fue generando una base de datos en la que se incluyó a todas aquellas personas que se fueron presentando en 
cada una de las oportunidades en que se estudió y diseñó el tema. Todos esos currículos fueron incluidos en 
una base de datos y se siguió un procedimiento que determinó un proceso de selección. Naturalmente, los 
tribunales fueron los que estaban en el diseño directo del Programa, pero todos los que se presentaron fueron 
considerados. El organismo fue seleccionando de acuerdo con lo que entendía eran los perfiles, o sea, todos 
los aspectos esenciales considerados directamente, no solo por la Unidad Técnica, sino en concordancia con 
el Banco Interamericano de Desarrollo, para saber cuáles eran las características -reitero- que debía tener 
cada uno de los técnicos que, eventualmente, iba a participar en el Programa. Entre la enorme cantidad de 
gente que se había presentado -no puedo precisar los números, pero probablemente lo podamos informar 
posteriormente- se hicieron selecciones de ternas y, de acuerdo con los términos de referencia -reitero- que 
exigían cada uno de los aspectos, fueron elegidos, luego de la no objeción por parte del Banco 
Interamericano de Desarrollo. 


El proceso posterior fue remitirlo a la Comisión de Contratos a que hizo referencia el señor Diputado Ibarra. 
Efectivamente, la Comisión de Contratos analiza en todos los casos -y, particularmente, en este- las 
características de cada uno de los ciudadanos propuestos. En este caso, prácticamente todos son profesionales 


-sociólogos, psicólogos, asistentes sociales- y, además de llenar los términos de referencia, las propuestas de 
sus ingresos están por debajo de una tabla que ha elaborado la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y sobre 
la que se maneja la Comisión de Contratos. La Comisión de Contratos no autoriza, en ningún caso, contratos 
que puedan superar esa escala. En estas circunstancias, debo decir que, en todos los casos -por supuesto que 
estas propuestas están desde los últimos días de julio en la página "web" de la Presidencia, como 
corresponde, para que todo el mundo las vea- están por debajo de los niveles que establece la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


Además, quiero decir alguna otra cosa, porque si de algo pecamos fue de ser particularmente exigentes para 
evitar que creciera el número de contratos de asesores; en este sentido, fuimos particularmente cuidadosos. 
Debo decir que del diseño del Programa que había realizado oportunamente el Banco Interamericano de 
Desarrollo, estamos en la tercera parte en materia salarial de lo que dicho Banco consideraba indispensable. 
Es más: tengo por aquí un informe que realizó uno de los consultores del Banco Interamericano de Desarrollo 
-directamente contratado por ellos, para hacer una especie de inspección o consideraciones para informar a 
las áreas del Banco que deben resolver-, que oportunamente vino a hacer un análisis del Programa. Él 
sostiene que para ejecutar este Programa se previó en el diseño de la operación la constitución de una UTN - 
Unidad Técnica Nacional- que pudiera conducir eficientemente la ejecución del Programa, sin que su 
dimensión fuera excesiva y a fin de optimizar el uso de los recursos. Además, señala que debe tener una 
dotación de personal técnico mínima para la ejecución, acordándose los perfiles requeridos para cada 
posición. Asimismo, analiza a todos los que no fueron designados; inclusive, en determinado momento 
sostiene que, de acuerdo con lo manifestado por la Coordinadora Ejecutiva -es decir, lo que nosotros 
sosteníamos de la UTN-, se esperaba completar algunos cargos trayendo gente que cumpliera la función 
pública en algunas otras reparticiones del Estado. Pero aquí tropezamos con otro problema: muchos de los 
técnicos que trabajan en el Estado cumplen horarios determinados -desde el momento de la asignación de sus 
funciones o del ingreso a la Administración Pública- mucho menores a los que nosotros requeríamos. Puedo 
adelantar que en distintas reparticiones estatales estos funcionarios técnicos cumplen horarios de cuatro horas 
diarias, y nosotros les requeríamos un mínimo de cuarenta horas semanales, para todo el personal de la UTN. 
Para esta gente no ha habido feriados ni horarios de ocho horas por día; los horarios que se han cumplido han 
sido de doce o catorce horas, incluyendo los feriados y los sábados. Ello necesariamente debe ser así, por 
ejemplo, cuando realizan algún trabajo en el lugar donde se tiene que realizar la evaluación. Naturalmente, 
para ello no hay que firmar en un reloj ni estar dos o cuatro horas, sino que depende de todo lo que lleve esta 
circunstancia. 


Por eso, me gustaría marcar la diferencia que hay con lo que consideraba indispensable el Banco 
Interamericano de Desarrollo, por ejemplo, con relación a que debía haber determinada cantidad de cargos. 
Inclusive, en el informe se expresa que hay catorce cargos sin cubrir, pero no los vamos a llenar, porque una 
de las intenciones que hemos mantenido desde el principio es que este Programa llegue con todos sus 
recursos donde tiene que llegar y no se pierda en consultorías o asesorías. Hemos contratado, por las 
características de la persona, de la forma más transparente posible y con exigencias importantes. Si algo no 
ha ocurrido ha sido el clientelismo. En ese aspecto quiero dar tranquilidad y hacer esa afirmación con toda la 
fuerza, porque se ha cuidado -y mucho- que aquí no interviniera ninguna forma de recomendación, sino que 
fueran los currículum, la experiencia, las características y la solvencia de cada uno de los integrantes lo que 
se tuviera en cuenta. En ese sentido, quiero dar absoluta y total tranquilidad a los señores Diputados de que 
esa es la forma en que se conduce este Programa y de que no habrá desvíos de ninguna especie en esta 
materia. 


En definitiva, estas son las circunstancias que nos obligan a recurrir a esos técnicos. 


Además, debo decir que los contratos se formulan por seis meses, porque luego se hace una evaluación, no 
solo del cumplimiento de las metas, sino de las necesidades, ya que en determinado momento hemos tenido 
que reforzar a algunos de los coejecutores al inicio del trabajo, pero probablemente después pueda 
continuarse sin necesidad de algunos de los que hoy han sido requeridos para cumplir con esa función. 


Por ahora, es cuanto tengo para decir. No obstante, me gustaría que el Prosecretario siguiera analizando 
algunos de los otros aspectos que se han formulado con relación a los contratos. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Simplemente, quiero aportar un dato adicional a lo que recién 
mencionaba el señor Secretario de la Presidencia. 


Si el señor Diputado Ibarra lo entiende conveniente, se le podrá hacer llegar a través del CEPRE, del Sistema 
de Salarios, todo lo que ganan los funcionarios que efectivamente prestan funciones en el Inciso 02 
"Presidencia de la República". Eso está en línea y, efectivamente, se puede bajar de la página "web" del 
CEPRE. Allí se incluyen no solo las partidas líquidas que cobran los funcionarios, sino también el costo 
salarial por funcionario y por categoría. Creo que eso puede aportar algún dato más a lo que mencionó el 
señor Diputado Ibarra. 


Concretamente, con respecto a los contratos de obra y de servicios, estamos trabajando en la implementación 
de un registro que sea público y esté en internet. Me refiero a aquellos correspondientes al PNUD -como hizo 
mención el señor Diputado Ibarra- y a otros contratos de obra; a medida que se vayan firmando, estará la 
publicación efectiva dentro de las condiciones de la firma. En el plan del sitio de compras del Estado -así 
como hemos puesto todas las compras que realiza el Estado por encima de $ 10.000, ya que la condición para 
su efectivo pago es que estén publicadas con 48 horas de anticipación, lo que, a su vez, ha generado buenos 
ahorros en los precios— tenemos como convicción incluir esto. En este momento estamos trabajando en el 
listado; seguramente vamos a incluir los contratos del PNUD y, a su vez, vamos a agregar los sucesivos 
contratos que tienen relación con la Administración Central. Esperamos poder concretar esa información en 
los próximos días para que no solo sea pública para el Parlamento -naturalmente, le enviaremos una copia a 
la Comisión, si así lo dispone-, sino también para la ciudadanía. En los datos que publicaremos vamos a 
incluir, no solo el nombre de la persona y la carga horaria, sino también la remuneración y en dónde presta 
funciones. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Me gustaría solicitar algo si es posible. 


Creo que pocas cosas son tan importantes en todo este tema de los contratos para el común de la gente como 
saber cuáles de ellos fueron de libre acceso y selección técnica y cuáles no. Me parece de una enorme 
importancia que al costado de quien tiene un contrato se diga si fue producto de un llamado público y una 
selección técnica; son dos condiciones. 


Más adelante voy a realizar una consulta al doctor Lago. Me quedó claro cómo se llega a las ternas, pero no 
cómo se llevan a cabo ni el criterio de selección. Por lo que el doctor Lago expresó, conceptualmente 
descarto que debe haber un criterio. Me parece que sería bueno publicar esa información, ya que, 
francamente, es muy importante saber quien llegó por llamado público y selección técnica a algo a lo que 
Juan Pérez o cualquier ciudadano podía haber llegado con una remuneración conocida. Si esto se sabe, se 
podrán objetar otras cosas, pero no el derecho de esa persona a estar en ese lugar. No sé si se pueden agregar 
estos datos a esa lista que se está haciendo, porque evitaría mezclas que a veces no son placenteras. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Agradezco la apreciación del señor Diputado Ponce de León y 
vamos a ver si se puede incluir ese ítem o el mecanismo de selección. Además, creo que la publicación 
de los contratos beneficia a las personas que están trabajando, quienes tienen una alta idoneidad 
técnica y moral. Digo esto porque creo que lo peor que se puede hacer es pensar que porque alguien 
obtuvo un contrato es un individuo que vive en otro planeta; por eso más vale jugar con las cartas 
vistas en este tipo de cosas. Además, creo que no solo va a mejorar sustancialmente la información, sino 
también la transparencia con la cual hemos intentado trabajar en todas las áreas que hacen al gasto 
público. 


Un dato adicional a lo que preguntaba el señor Diputado Ponce de León -que también lo podemos hacer 
llegar- es el listado del total de funcionarios de Presidencia y quién corresponde al artículo 80. A su vez, 
también podríamos hacer una desagregación de cómo es la partida que se abona en la OPP, que es un artículo 
diferente al que establece la Ley de Presupuesto, pero si fuera posible, solicitaría a la contadora Medina que 
se refiriera a ese tema. 


SEÑOR MEDINA.- La compensación a que se hace referencia fue creada por el artículo 97 de la Ley 
N? 16.736, del período de Presupuesto 1995-1999. Según la resolución reglamentaria del pago de esta 
compensación, la reciben todos funcionarios de la OPP más los de otras oficinas que estén en comisión 
en la OPP, en base a una escala que va entre el 20% y el 50%, según el escalafón y la jerarquía. El 
Tomo III, "Anexo de gastos de funcionamiento", figura el crédito y la ejecución del objeto del gasto 
correspondiente. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- La contadora Rethen, de Presidencia de la República, desea agregar 
alguna información al respecto. 


SEÑORA RETHEN.- El señor Diputado Ibarra solicitó una explicación con respecto al incremento de 
las partidas originales, que figuran en el cuadro de la página 34. La discriminación figura en las 
páginas 35 y 36, según sea Rentas Generales o Fondo de Libre Disponibilidad. En Rentas Generales el 
incremento corresponde a $ 15:721.000 y en el Fondo de Libre Disponibilidad a $ 12:107.000. En 
cuanto a Rentas Generales corresponde, básicamente, al aumento que sale por refuerzo de rubro, que 
puede ser en misiones oficiales para lo cual, de acuerdo con la Ley N” 16.170, el crédito está 
presupuestado en el Inciso 24. Por lo tanto, una vez que se autoriza cada misión se refuerza el 
Inciso correspondiente; $ 9:317.000 corresponden a ese tipo de refuerzo, y luego $ 2:000.000, 
corresponden a la contraparte local de convenios o al IVA, para atender el IVA de consultores, cuyo 
dinero sale, por ejemplo, por donaciones, que no están en el presupuesto. A esto hay que agregar el 
aumento de tarifas a pesar de que tenemos un 8% de abatimiento pero, en realidad, son dineros que no 
estaban en el presupuesto original, porque por el sistema no corresponde que estén incluidos. 


Con respecto al Fondo de Libre Disponibilidad, $ 8:362.000 de los $ 12:107.000 corresponden a la 
transferencia de los créditos de la URSEC, que estaban presupuestados en el Inciso 03, aunque el Poder 
Ejecutivo autorizó a que se gastaran solamente $ 2:893.000. El saldo, de casi $ 5:000.000, corresponde a un 
refuerzo para el INE destinado a trabajos especiales, pero no fueron utilizados porque no se pudo recaudar el 
dinero para atenderlo. 


Por otro lado, el cuadro de la página 66 -el doctor Lago ya lo mencionó-, corresponde a dos proyectos que 
fueron reprogramados y que habían sido diferidos por el artículo 647 de la Ley de Presupuesto, y también a la 
transferencia de la URSEC por $ 3:530.000, los cuales estaban incluidos en el Inciso 03. 


En cuanto a la comparación que hacía el señor Diputado Ibarra con respecto al alto presupuesto del Inciso 02, 
cabría acotar que el 52% corresponde a inversiones, donde están incluidos, por ejemplo, DIPRODE y el 
Programa de Integración de Asentamiento Irregulares. 


SEÑOR IBARRA.- Simplemente quiero manifestar que me cuidé mucho en decir que el presupuesto 
de la Presidencia de la República era muy alto. Solo dije que los presupuestos de los Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, Turismo e Industria, Energía y Minería eran bajos comparados con el del 
Inciso 02. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Creo que hemos contestado casi todos los puntos marcados por el 
señor Diputado. 


Solo me queda la duda de si el señor Diputado Ibarra preguntó si hubo cambio de metas. 
SEÑOR IBARRA.- No realicé esa consulta. 
SEÑOR LAGO.- Naturalmente, no es fácil analizar todo esto. 


Vuelvo al programa de familia. Del total de los recursos del programa, un 90% corresponde al préstamo y un 
10% a la contrapartida nacional. La ingeniería de administración, en total, es el 5%, y los costos directos, o 
sea la inversión directa -más que costos- es el 75,2%. El 30% corresponde a los centros CAIF, el 11% a 
Educación Primaria, el 4% al Ministerio de Salud Pública, el 3% a niños en la calle, el 1% al maltrato infantil 
y los otros componentes terminan completando en un caso el 13%, en otro el 5% y en otro el 1,6%. Quiere 
decir que lo previsto, en definitiva, como porcentaje total del pago de costo de financiación, es el 14,8%. 
Pero no olvidemos que eso no implica un pago inmediato sino que se hace a lo largo de toda la ejecución y, 
naturalmente, como en todo préstamo del BID, esto comprende la comisión del crédito y el interés que hay 
que abonar en ese sentido. Creo que de esa manera evacuamos la duda que planteaba el señor Diputado 
Ibarra sobre los porcentajes. 


Con relación a lo que planteaba el señor Diputado Ponce De León, debo decir que todo ese cúmulo de 
currículos que se fueron juntando en la base de datos, no solo a nivel de la Unidad Técnica sino de los 


coejecutores -como los centros CAIF, Educación Primaria y el INAME-, provocó una selección a través de 
un tribunal de tres miembros: uno designado por los coejecutores referidos a cada componente del Programa, 
otro por la UTN y, normalmente, un jefe de área de esas reparticiones. Hay que aclarar que la selección no 
fue de tres; se hizo una selección mucho mayor de todos los que se presentaban y que se entendía que se 
adecuaban a los términos de referencia, a los perfiles de los oferentes. Todos fueron presentados en el Banco 
Interamericano de Desarrollo y en algunos casos éste rechazó las ternas propuestas y hubo que proponer otras 
adicionales dentro de ese número importante de ofertas que había; se ajustaron y se seleccionaron de acuerdo 
con lo que entendía el tribunal. 


Lo importante fue que hubo una presentación significativa, sobre todo en toda la etapa de diseño. Al haber 
tantos talleres y seminarios hubo un intercambio con los integrantes de la sociedad civil, lo que permitió que 
todos se fueran incorporando. Se les decía que el Programa se estaba diseñando y que después se podría 
contar con el aporte de técnicos profesionales que seguirían en este Programa. 


Repito que el procedimiento ha sido particularmente cuidadoso y que no se prevén cambios. En ese sentido, 
también doy tranquilidad al señor Diputado Ibarra y comparto la inquietud que él manifestaba; ha sido una 
constante. Quiero decir que, inclusive, hubo discusiones con los consultores del Banco Interamericano de 
Desarrollo, quienes proponían una mayor cantidad de consultores y de asesores. Estuvimos discutiendo 
durante quince días y nosotros sosteníamos que la fortaleza de la Unidad Técnica, la idoneidad de quienes la 
integraban, permitía decir que estaban en condiciones de ejecutar el Programa, sin necesidad de adicionar 
nueva gente. Hay que tener en cuenta que todo lo que adicionemos, naturalmente, se quita de quienes tienen 
que recibir los beneficios de este Programa. 


SEÑOR IBARRA.- Espero que se siga por esa línea de intentar que la parte de la burocracia se 
disminuya lo más posible a fin de que los que realmente necesitan este tipo de programas, lo puedan 
utilizar al máximo; no voy a las anécdotas porque no quiero distraer la atención de la Comisión, pero 
por parte de los Ministros se han hecho determinadas apreciaciones que nos alarman. 


Quiero decir dos cosas. El señor Secretario explicó lo relativo a la tabla de sueldos del artículo 69, que tiene 
determinado costo. Se me dijo que se había encontrado una fórmula sin costo; no sé cuál es, no la conozco. 
No obstante ello, ¿de qué manera la Presidencia de la República va a dar cumplimiento al artículo 69? Hago 
esta pregunta porque a nivel de Rendición de Cuentas esto ya no es viable, al menos en este Ejercicio. ¿Tiene 
pensado asignar la partida correspondiente y remitir un proyecto de ley? ¿Cuál es el mecanismo en el que 
está pensando la Presidencia? 


Por otra parte, más allá de lo que dice el señor Subsecretario con referencia a los contratos de obra y de 
servicio en el sentido de que se incluirán en la red, en mi intervención preguntaba si era posible que se nos 
remitiera el listado de habilitaciones que hizo la Comisión de Contratos que está en el seno de la Presidencia 
de la República. Esto nos serviría para que al menos tengamos algo, aunque sea con los datos mínimos, a fin 
de tener conocimiento cabal de lo que está pasando con los contratos de obra. Repito que lo único que 
recibimos fue lo del PNUD. 


SEÑOR LAGO.- Con relación al artículo 69, debo decir que la inquietud nació de la Secretaría de la 
Presidencia de la República. En su oportunidad analizamos el tema y pensamos que era necesario 
buscar una escala salarial distinta, pero naturalmente que esto tiene un costo, y de cierta entidad. No 
tengo los números aquí, pero reitero que en cualquiera de los escenarios que nos trazamos cuando 
hicimos el esfuerzo para estudiar esa posibilidad, encontramos que los costos eran importantes y que 
era absolutamente imposible proceder por la vía de la reasignación de recursos. Sí hemos tratado de 
preservar y de cuidar el monto que perciben todos los funcionarios y como expresé, es una partida fija 
de alimentación que beneficia, naturalmente, a aquellos con ingresos menores -son $ 1.800 que 
perciben los funcionarios de Presidencia-, pero no había otra forma de redistribuir otras partidas sin 
costo. 


Debo ser particularmente claro ante esta pregunta: no tengo otra respuesta que la de decir que, si no es por la 
asignación de nuevos recursos, no estamos en condiciones de modificar la escala salarial. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Con relación a la solicitud del señor Diputado Ibarra referida a la 
habilitación de los contratos, quiero decir que es posible enviar esa información; hay que hacer una 
impresión y algunas clasificaciones respecto de las unidades ejecutoras. Le pido que nos dé unos días y 
con mucho gusto enviaremos esos datos. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quería hacer tres consultas. 


Antes que nada, ya que estamos en el tema de los funcionarios quiero hacer una consulta para saber cómo 
cierra este tema con lo que veníamos hablando. Según la información de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, en relación con la clasificación genérica que hace de arrendamientos de obra, la evolución en el 
Inciso de la Presidencia de la República durante los años 2000, 2001 y 2002 fue de 108, 26 y 25. Pero luego 
hay una categoría de "Otros", dentro de lo que se llama "Personas que se desempeñan en la Administración 
Pública sin la calidad de funcionarios públicos", cuya evolución es de 94 en el año 2000, 151 en el 2001 y 
226 en el 2002. Me gustaría saber a qué área o Programa corresponde esto y en qué medida puede suceder 
que los que estaban en una categoría ahora estén en otra; de todas formas hay una diferencia. 


Por otra parte, quiero hacer una reflexión sobre los contratos en marcha. No voy a repetir cosas que ya fueron 
dichas, pero sí señalar que es difícil pasar por la Rendición de Cuentas en el espacio donde está incluido el 
PIAI sin decir que estamos ante uno de los proyectos con relación a los que el país, como tal, debería sentirse 
más lesionado o afectado por la forma como se está desarrollando. No voy a repetir algunas de las 
consideraciones que se hicieron. Solo quiero decir que este Programa se aprobó en 1999, En su momento, 
implicó para un tema clave del país un total de US$ 110:000.000, de los cuales US$ 77:000.000 aportaba el 
BID. Esto ha tenido un conjunto de evoluciones en relación a dónde se aplica, etcétera, pero lo más 
impactante es el volumen global de inversiones. Quiero preguntar a los responsables de este Programa en la 
Presidencia cuál es el monto total de lo que se ha utilizado del crédito del BID al 31 de diciembre de 2002; 
me refiero al total acumulado, porque las cifras que vemos para el 2002, tanto lo estimado para el 
Presupuesto quinquenal como para el año, terminan siendo ejecuciones con porcentajes de significación 
sobre cifras que no son las estimadas. ¡Ojo!; estoy hablando de cifras en pesos corrientes, ni qué hablar en 
dólares. En pesos corrientes, lo estimado en el Presupuesto quinquenal para el año 2002 era del orden de los 
$ 200:000.000, sumando las dos fuentes de financiamiento, y lo ejecutado es apenas algo más de 

$ 100:000.000. Y sabemos, además, que no son los mismos pesos. 


Sobre los contratos en marcha -nuevamente- quiero preguntar respecto a otro Programa por el cual no se ha 
consultado. Me refiero al Subproyecto B del Saneamiento III. Es un Programa que tiene un bajo nivel de la 
ejecución prevista para el 2002 y quiero saber por qué y en qué previsión estamos. 


En segundo lugar, quiero hacer una consideración sobre contratos futuros. Narraba con mucha pasión y con 
muy buena descripción el Secretario de la Presidencia lo que significa el período que va desde que se ve un 
problema para el que uno aspira a recurrir a financiamiento internacional disponible, hasta que efectivamente 
se terminan de cubrir las condiciones previas al primer desembolso y se puede comenzar a gastar. En 
definitiva, nos contaba cómo en un tema crítico para el país como infancia, adolescencia y familia, estamos 
comenzando a usar en el 2003 un Programa que comenzó en el año 2000. 


Creo que esto nos llama con mucha fuerza a tomar conciencia de la importancia de la etapa previa a los 
programas, de la programación. Decía el Secretario de la Presidencia que este Programa va a transitar a lo 
largo de dos Administraciones; en general, estos programas transitan a lo largo de las Administraciones y por 
eso es que se vuelve excepcionalmente importante ir preparando con tiempo los programas que vienen. Creo 
que la mayor parte de estos programas corresponde a lo que podríamos llamar políticas de Estado. No me 
refiero a cómo se han aplicado sino a los objetivos, a los planteos y en qué se establece como válido utilizar 
un crédito internacional, que no olvidemos que, en definitiva, es una forma de endeudamiento: a largo plazo, 
con créditos preferenciales, pero de todas maneras la selección corresponde a algo que se va a pagar a lo 
largo de varias generaciones. La pregunta es: conscientes de este problema, ¿en qué medida se está 
trabajando en relación a proyectos futuros? Uno diría que, sea quien sea el próximo Gobierno -para que el 
señor Diputado Amorín Batlle, que ahora no está, no se enoje- este es el momento de estar discutiendo con 
los organismos internacionales y de estar planteando los programas que van a comenzar a aplicarse o en los 
que se estará en condiciones de gastar dentro de dos o tal vez tres años. Por eso es tan importante hacerlo 
ahora. 


Sé que lo que estoy planteando, por un lado, es de alta política y, por otro, refiere a los rubros futuros, a 
planificaciones medianas. Me parece de altísima significación lo que aquí puede hacerse y, repito, más allá de 
cómo se ejecuten -ese es otro tema-, pienso que sería bien bueno que la programación de estos proyectos se 
hiciera con el respaldo, no solamente de quien está en este momento en el Poder Ejecutivo, sino del más 
amplio espectro político del país. 


La tercera consideración es sobre un tema que va tomando enorme trascendencia, como son los órganos 
reguladores, que en definitiva vienen reflejados en la Rendición de Cuentas y en el Presupuesto. En los fríos 
números aparece como que los organismos reguladores de comunicaciones han ejecutado mucho menos de lo 
previsto. Aparentemente, por lo que uno puede entrever, son equipos de computación que se postergan, pero 
todos sabemos que las comunicaciones constituyen el área de expansión tal vez más fuerte de la economía 
mundial. Todos sabemos que Uruguay tiene allí algunos puntos fuertes, otras debilidades y algunas zonas en 
las que se está atrasando. La potencia del organismo regulador bien utilizado es la potencia de la defensa del 
ciudadano; se supone que ese es el fundamento último de cualquier organismo regulador. Por eso nos parece 
importante tener idea de si esta asignación presupuestal no utilizada tiene consecuencias o no en el rol que se 
debe jugar. 


Recién se hizo referencia a una ampliación de rubros que tendría que ver con la Unidad Reguladora de la 
Energía. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Con la URSEC. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Entendí que era la URSEA. Pero, en definitiva, si bien en el 2002 era la 
UREE y ahora es la URSEA -no encuentro dónde están los rubros correspondientes; comprendan que 
en el fárrago de papeles es posible que estén y que uno no los haya ubicado—, la pregunta que 
hacíamos respecto a las telecomunicaciones -que es un tema más pacíficamente encaminado- la 
queremos hacer respecto a la Unidad Reguladora de los Servicios de Energía y Agua. 


SEÑOR BRASCA.- La pregunta relativa al Programa de Asentamientos será respondida por la 
doctora Rey y lo que tiene que ver con saneamiento, lo hará el ingeniero Schenone. 


SEÑORA REY.- En cuanto a la inquietud del señor Diputado Ponce de León, como correctamente 
expresó, el PIAI era un Programa que tenía un costo total estimado de US$ 110:000.000 aporte BID, 
aporte local. A partir de enero de 2003, el Gobierno nacional canceló US$ 20:000.000 del aporte BID, 
por lo cual el financiamiento externo quedó fijado en US$ 57:000.000 y el aporte local en 
US$ 24:430.000, con lo que el costo total estimado del Programa se reduce a US$ 81:430.000. 


En lo referente a la ejecución del año 2002, inicialmente la Ley de Presupuestos había fijado para el PIAÍ una 
asignación de $ 209:160.000, lo que, en su momento, correspondía a US$ 18:000.000. Sucesivamente, esa 
asignación original quedó fijada, en números redondos, en $ 107:000.000 para el año 2002, lo cual implica 
un abatimiento del 46%. De esa suma -que fue el tope presupuestal para el PIAL- se ejecutó el ciento por 
ciento: $ 107:800.000 para el año 2002. Tanto es así que a fines de ese año se permitió un aumento en ese 
tope, llevándolo a $ 113:800.000, en función de las necesidades de ejecución existentes que, por supuesto, 
eran mayores; pero se autorizó, reitero, hasta $ 113:800.000. 


No sé si con esto respondo la pregunta del señor Diputado Ponce de León. 
SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Diría que no. 


Me da lo mismo la fecha; puede ser al 31 de diciembre o al día de hoy. Pero al 31 de diciembre de 2002, 
¿cuánto se había utilizado? No sé si todos los meses, o cada dos meses, se intercambia con el Banco un 
estado de avance de proyecto. Entonces, de aquellos US$ 77:000.000, luego reducidos a US$ 57:000.000, o 
del total de US$ 110:000.000 reducidos a US$ 85:000.000, ¿cuál es el total acumulado de lo que hemos 
ejecutado y cuánto lo que hemos utilizado del Banco? 


SEÑORA REY.- Al 31 de diciembre de 2002, US$ 11:940.000 en total: BID y aporte local, incluidos los 
costos financieros, los intereses y comisión de crédito. Es decir que es por todo concepto: aporte local y 


BID. 
SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Ahora sí está claro. 


Yo me permito decir lo siguiente: de un proyecto de US$ 110:000.000 para cinco años, al cabo de tres años - 
hubo medio año de retraso al empezar- se ha utilizado un 10%. Entonces, creo que los comentarios son 
innecesarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bosch) 


SEÑORA REY.- Como dije al comienzo, la asignación presupuestal -no el tope- que en su momento, 
cuando fue aprobada la Ley de Presupuestos, significaba US$ 18:000.000, al 31 de diciembre fue de 
US$ 5:000.000. No se puede ejecutar más porque no tenemos autorización para gastar. Esto lo hemos 
comentado varias veces, fuera del Parlamento, en algún encuentro que hemos mantenido con el señor 
Diputado Ponce de León, por ejemplo, en el asentamiento Maldonado Nuevo. El Programa tiene 
capacidad; ello queda demostrado en el documento que solicitó la señora Diputada Topolansky y que 
entregaremos al señor Presidente de la Comisión. Es decir que existe la demanda de los coejecutores 
para regularizar los asentamientos, pero no contamos con crédito presupuestal para ejecutar las 
actividades; entonces, hay que ir dosificándolas. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Quiero decir que no estábamos haciendo un juicio particular en el 
sentido de si se ejecutó o no lo que terminó siendo el cupo. Como dije al comienzo, este es un juicio a 
una gestión. En cierta forma es un juicio del país. Ante una situación crítica, el país gestó un proyecto y 
pidió un préstamo de US$ 110:000.000 para los asentamientos irregulares, que se firmó en julio de 
1999, y al 31 de diciembre de 2002 llevábamos ejecutados US$ 11:000.000. ¿Quiénes tomaron las 
decisiones? ¿Dónde? ¿Por qué? Todo esto es otro tema; pero creo que no puede haber dos opiniones en 
el sentido de que se trata de un desastre nacional. 


SEÑOR SCHENONE.- En principio expreso al señor Diputado Ponce de León que este es un tema que 
siempre vuelve a la mesa y que tratamos de aclarar. En este momento, creo que podremos darle 
mejores noticias que el año pasado, cuando estábamos en pleno trámite de licitación, con algunas 
complicaciones en cuanto a las adjudicaciones e impugnaciones con relación a las tres obras básicas 
que nos faltaban para completar el proyecto en cuestión. 


Con respecto a las obras de saneamiento, estamos esperando que en la reunión del miércoles el Tribunal dé su 
aprobación definitiva y nos habilite a contratar. Oportunamente, se negoció la pesificación del contrato con el 
Consorcio original, Ferrelec Marinelli, y ahora la cesión a la empresa TEYMA S.A. por el mismo monto. En 
cifras redondas, estamos hablando de US$ 1:500.000, suma que está pesificada, salvo aquellos componentes 
que representan bienes de importación. El plazo de ejecución de esa obra es de doce meses calendario, a 
partir de la firma, sin atraso. Es decir que estaríamos comenzando a partir de setiembre, prácticamente doce 
meses de ejecución para culminar con la puesta en marcha de las obras intermedias de bombeo que faltaban, 
completando y poniendo en funcionamiento la red que no se terminó cuando la empresa Pérez Mackinon 
entró en concordato -hubo que rescindir el contrato en Barra de Carrasco- y conectándola al sistema 
Montevideo, tal como técnicamente estaba previsto. 


En cuanto a la licitación de pluviales de Paso Carrasco -el otro contrato de obra-, debo decir que ya se aprobó 
por parte del BID y que se autorizó por el Tribunal de Cuentas. Estamos perfeccionando el contrato, 
incluyendo el depósito de las garantías por parte de la empresa ganadora, Hernández y González S.A.. A 
partir de la fecha, tenemos diez días como máximo para formalizar el contrato, que tiene como plazo ocho 
meses para la ejecución. En este caso, también se está dando por terminada la etapa de licitaciones, etcétera. 


En cuanto al plan director de residuos sólidos del área metropolitana, debo decir que se venían cumpliendo 
las etapas de adjudicación. Esto se lleva a cabo con la participación de las tres Intendencias involucradas - 
Montevideo, Canelones y San José—, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de la DIPRODE, actuando como unidad administradora, pero no específicamente técnica. 
Entonces, se adjudica; se negocia con la empresa Fitchner y Asociados; se aprueba por el BID y por el 
Tribunal de Cuentas y, en la vista final, hay un consorcio que presenta una última impugnación, cuya 


recusación está en tránsito al recurso jerárquico ante el señor Presidente de la República, quien puede dar la 
luz verde para continuar con el procedimiento. De ser así, una vez ejecutado y dado solución por el jerárquico 
al recurso, tenemos doce meses de ejecución a partir de que se nos permita firmar legalmente el 
requerimiento. 


O sea que, desde ese punto de vista, no quedaría pendiente ninguno de los temas que tanto nos preocuparon 
por su dilación. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Habíamos preguntado sobre la evolución del número de funcionarios, 
sobre los contratos de personal a futuro con los organismos internacionales y sobre los organismos 
reguladores. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Acerca del Inciso 02, el señor Diputado consulta sobre la información de las 
personas contratadas que figuran en el cuadro del trabajo que elabora semestralmente la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


A manera de introducción, quisiera decir que semestralmente la Oficina Nacional del Servicio Civil recaba 
información de todos los Incisos de la Administración Pública referida a funcionarios públicos y a personas 
vinculadas con el Estado sin tener la calidad de funcionarios públicos. Semestralmente se remite al Ministerio 
de Economía y Finanzas, a la Presidencia de la República, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
también al Parlamento, el resumen total y el cuadro con toda la información, tanto referida a los funcionarios 
públicos como a las personas que están vinculadas con la función pública, pero que verdaderamente no tienen 
la calidad de funcionarios públicos. Entre los cuadros referidos a las personas que no tienen la calidad de 
funcionarios públicos se discriminan becarios, pasantes y arrendamientos de obra, y se hizo un cuarto grupo 
que aglutina al resto de las vinculaciones que, por la autonomía de las organizaciones estatales, se definen 
con denominaciones variables. A modo de ejemplo, los Gobiernos Departamentales tienen personas 
vinculadas que no revisten la calidad de funcionarios públicos y a veces las llaman zafrales, temporarios o, 
eventualmente, arrendamientos de servicio. 


Hasta la vigencia de la actual Ley de Presupuestos, la vinculación con el Estado bajo el régimen de 
arrendamientos de servicio solamente estaba admitida a nivel de los Gobiernos Departamentales; la propia 
legislación regulaba todo un sistema de contratos que se debían catalogar como arrendamientos de obra. No 
obstante ello, como en la realidad del Estado existían personas que de alguna manera se calificaban como 
arrendamientos de servicio, se hizo el cuarto grupo sobre el que el señor Diputado consultaba. 


Entre los cuadros de la página 31, tenemos los diferentes números que tiene cada una de las Unidades 
Ejecutoras del Inciso 02. En la página 33 del libro al que hacía referencia al principio, que se remite al 
Parlamento, se discrimina que hay 18 personas que se vinculan con la Presidencia, con la Unidad Ejecutora 
02, 124 personas con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 30 personas con DIPRODE, 7 personas con 
la UREE y 47 con el Instituto Nacional de Estadística. 


A modo de ejemplo, dentro del Instituto Nacional de Estadística se contratan personas para hacer las 
estadísticas, que no adquieren la calidad de funcionarios públicos. A nivel de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, donde figuran 124 personas, estas se encuentran discriminadas entre los distintos proyectos que 
esa Oficina tiene a Su cargo. 


No obstante, si se considera pertinente esa apertura de las Unidades Ejecutoras, se podría consultar a cada 
una de ellas sobre una discriminación hacia adentro -la Oficina Nacional del Servicio Civil se encargaría de 
remitirlo nuevamente- para saber cómo se compone ese número que se aglutina en un rubro que se denomina 
"Otros". 


SEÑORA RETHEN.- El gasto de la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica está incluido en el 
Cuadro 4. 


Por ejemplo, donde dice "Costo del personal" $ 219:689.000, $ 2:634.000 corresponden a la actual URSEA, 
antes UREE, que figuraba como Inciso 02, Unidad Ejecutora 6 del Programa 02. En el total de los 


$ 105:155.000 de otros gastos de funcionamiento, están incluidos los $ 6:090.000 de la URSEA, y el rubro 
Inversiones no tuvo ejecución alguna en el año 2002. 


Los gastos de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones están incluidos en el Cuadro 5, porque 
son todos gastos de libre disponibilidad. De los $ 3:530.000 que figuran para retribuciones de costos 
personales, $ 2:467.000 corresponden a la URSEC; de los $ 12:206.000 de gastos de funcionamiento, 

$ 1:159.000 corresponden a la URSEC, y de los $ 9:912.000 de inversiones, $ 1:756.000 son de la URSEC. 
Estos datos están incluidos en los dos cuadros. En el tomo de la parte de funcionamiento no hay otro detalle, 
pero se lo podríamos hacer llegar al señor Diputado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber si hay alguna partida del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería que se transfiera para la URSEA. 


SEÑORA RETHEN.- ¿Se refiere al año 2002? 


SEÑOR COSTA (don Carlos).- El último inciso del artículo 17 de la ley de creación de la URSEA -Ley 
N* 17.598- dice textualmente: '"Exceptúanse del pago de la tasa," -se refiere a la tasa de control del 
marco regulatorio que estableció dicha ley- "a aquellas actividades que, a la fecha de vigencia de esta 
ley, se encuentren gravadas por el mismo concepto en virtud de lo establecido en el contrato de 
concesión respectivo. Las sumas correspondientes se destinarán igualmente a la financiación del 
presupuesto aprobado de la URSEA". Se refiere a los casos de los cánones de Gasoducto Cruz del Sur 
y CONECTA; el caso de GASEBA es distinto porque, como recordarán los señores Diputados, no es un 
canon de control de marco regulatorio sino un alquiler de las instalaciones; entonces lo que se podría 
cobrar en el caso de GASEBA sería lo que establece la ley, que es el dos por mil de los ingresos del 
concesionario. Pero, efectivamente, así lo estableció la ley que tiene que ver con el financiamiento de la 
URSEA. 


Con respecto al tema del personal de la URSEA, básicamente estamos tomando lo que estaba de la Unidad 
Reguladora de Energía Eléctrica; todo el personal fue seleccionado por un concurso de amplia difusión 
pública realizado por la KPMG. 


Recientemente volvimos a repetir la fórmula, que nos dio muy buenos resultados, para seleccionar al Gerente 
de Regulación y al Gerente de Fiscalización. También se remitió a la Asamblea el proyecto de estructura 
organizativa que fue aprobado. La URSEA tendría dos Gerencias, una de Regulación, con un perfil muy 
analítico de temas normativos y de análisis de mercados, y otra de Fiscalización, con un perfil bastante 
distinto, en la que se hace más trabajo de calle, con un control "in situ" y con una especialización bastante 
más marcada. En el caso del Gerente de Regulación, la persona seleccionada fue el ingeniero Beno 
Ruchansky, de una reconocida trayectoria en UTE y en OSE. El fue uno de los dos finalistas, y el otro fue el 
ingeniero Montouliu, también de reconocida trayectoria en UTE. Por lo tanto, no hubo mayores problemas 
para asignarlo a la URSEA, ya que empleamos el mecanismo de pase en comisión para su posterior 
redistribución, una vez que esté aprobada la estructura organizativa, que sale esta semana. 


Con respecto al otro caso, el Gerente de Fiscalización, lamentablemente no pudimos conseguir entre los 
finalistas a nadie del sector público, por lo que los dos finalistas provienen del sector privado; por razones de 
confidencialidad, no voy a dar uno de los dos nombres. La persona seleccionada es el ingeniero Hermida, 
quien también tiene una reconocida trayectoria en el ámbito energético. Fue Gerente en UTE -en la parte de 
mejora de gestión- y posteriormente hizo una carrera importante en CONECTA, llegando a ser Gerente de 
Obras. 


Quiere decir que los dos gerentes con que contaría la URSEA serían el ingeniero Ruchansky, que tiene una 
maestría en economía de energía en Francia, y el ingeniero Hermida, que si bien no tiene estudios tan 
específicos, con su experiencia gerencial tanto en UTE como en CONECTA cubriría el área de energía 
eléctrica y de gas, por lo que ambos estarían fuera de discusión. 


Como decía el señor Diputado Ponce de León, las Unidades Reguladoras cumplen un papel de defensa del 
usuario y por eso la transparencia es fundamental para que esto sea una política de Estado por la cual la gente 
que resulte seleccionada no solo tenga el aval de la Administración actual, sino que vaya más allá de un 
período de gobierno. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pais) 


De manera que no hay ningún técnico que trabaje en la Unidad Reguladora que no haya sido seleccionado 
por un criterio de amplia difusión pública, y mientras esté esta Comisión Directora, ese es el criterio que se 
va a seguir. Si bien podríamos establecer un criterio transparente a través de nosotros mismos, creemos que 
es importante que lo haga un tercero independiente. Por eso recurrimos a una empresa consultora que, a su 
vez, fue seleccionada por un criterio competitivo. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Como dije antes, en el Presupuesto teníamos previsto $ 26:000.000 para 
regulación y control de servicios de comunicación y lo ejecutado fue prácticamente la mitad: 
$ 13:000.000. Yo preguntaba en qué medida esto afecta o no los roles que la URSEC tiene entre sus 
cometidos. Creo que esto quedó sin respuesta. 


SEÑOR COSTA (don Leonardo).- Para contestar al señor Diputado, vamos a mandar con mucho gusto 
un informe de la URSEC al respecto, en virtud de que sus representantes no pudieron acompañarnos 
en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la información 
suministrada por el señor Secretario de la Presidencia de la República y demás jerarcas y asesores que 
le acompañaron. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 43) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


